
INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
por la que informa el turno que le corresponde a las iniciativas con proyecto de de-
creto y a las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el orden del día del
jueves 13 de febrero de 2014, de conformidad con los artículos 100, numeral 1, y
102, numeral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados . . . . . . . . . . . . . . . 

CODIGO PENAL FEDERAL

Iniciativa que reforma los artículos 335 y 337 y adiciona el 335 Bis al Código Pe-
nal Federal, para tipificar el abandono de las personas adultas mayores, a cargo del
diputado Humberto Armando Prieto Herrera, Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . 

INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO EN EL MURO DE HONOR 
DEL PALACIO LEGISLATIVO DE SAN LAZARO EL NOMBRE 
DE EDUARDO NERI REYNOSO

Iniciativa de decreto, para inscribir con letras de oro en el Muro de Honor del Pa-
lacio Legislativo de San Lázaro el nombre de Eduardo Neri Reynoso, a cargo de
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la diputada Teresa de Jesús Mojica Morga, del Grupo Parlamentario del Partido de
la Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

LEY GENERAL DE SALUD

Iniciativa que reforma el artículo 64 de la Ley General de Salud, en materia de sa-
lud de menores de cinco años, a cargo de la diputada Cristina Olvera Barrios, del
Grupo Parlamentario Nueva Alianza. Se turna a la Comisión de Salud, para dicta-
men. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COBERTURA NACIONAL DE LA ATENCION MEDICA
PROPORCIONADA A LAS PACIENTES DURANTE EL
EMBARAZO, EL PARTO Y EL PUERPERIO ESQUEMAS PARA
EL DIAGNOSTICO, EL CUIDADO, LA ATENCION Y EL TRATAMIENTO
ESPECIALIZADOS DE SU SALUD MENTAL-EMOCIONAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Ssa a integrar en la
cobertura nacional de la atención médica proporcionada a las pacientes durante el
embarazo, el parto y el puerperio esquemas para el diagnóstico, el cuidado, la
atención y el tratamiento especializados de su salud mental-emocional, a cargo de
la diputada María del Rocío Corona Nakamura, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Revolucionario Institucional. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

DIFUNDIR LAS ACCIONES CONCRETAS POR LLEVAR A CABO PARA
INCORPORAR EN LA BASE TRIBUTARIA EL COMERCIO INFORMAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal a di-
fundir las acciones concretas por llevar a cabo para incorporar en la base tributa-
ria el comercio informal, a cargo de la diputada Elizabeth Vargas Martín del Cam-
po, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTRUIR AL COMITE TECNICO DEL FONADIN SOBRE 
LA DELIMITACION DE LAS MODALIDADES DE FINANCIAMIENTO 
PARA OTORGAR APOYOS RECUPERABLES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP a atender de
inmediato las propuestas de la ASF contenidas en el Informe del Resultado de la
Fiscalización de la Cuenta Pública de 2011 a fin de instruir al Comité Técnico del
Fonadin sobre la delimitación de las modalidades de financiamiento para otorgar
apoyos recuperables, suscrita por los diputados José Luis Muñoz Soria, Javier Ori-
huela García y Roberto López Rosado, del Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática. Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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COMISION ESPECIAL PARA EL SEGUIMIENTO DE LOS PROGRAMAS
SOCIALES DESTINADOS A LOS ADULTOS MAYORES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación de una comi-
sión especial para el seguimiento de los programas sociales destinados a los adul-
tos mayores, a cargo de la diputada María del Rosario de Fátima Pariente Gavito,
del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México. Se turna a la
Junta de Coordinación Política, para su atención. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACTUALIZACION DE LAS ENCUESTAS UTILIZADAS POR EL INEGI Y EL
CONEVAL

Proposición con punto de acuerdo, relativo a la actualización de las encuestas uti-
lizadas por el Inegi y el Coneval, a cargo de la diputada Aída Fabiola Valencia Ra-
mírez, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la Comisión
de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

REVISAR LA NORMATIVA ATINENTE AL DESARROLLO DE 
LOS PROGRAMAS DE APOYO A LOS ADULTOS MAYORES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, y a
los gobiernos estatales y del Distrito Federal a revisar la normativa atinente al de-
sarrollo de los programas de apoyo a los adultos mayores, a cargo del diputado
José Angelino Caamal Mena, del Grupo Parlamentario Nueva Alianza. Se turna a
la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . 

ATAQUE PERPETRADO CONTRA LA SEDE ESTATAL DEL PARTIDO 
REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobernador de More-
los a investigar en coordinación con la PGR el ataque perpetrado contra la sede es-
tatal del Partido Revolucionario Institucional, a cargo de la diputada Maricela Ve-
lázquez Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional. Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. . . . . . . . . . . . . 

AREAS ENCARGADAS DE LA SEGURIDAD EN 
MICHOACAN Y A EVITAR LA TOMA DE ACUERDOS 
CON PERSONAS PERTENECIENTES A GRUPOS DELICTIVOS

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno federal a apo-
yar la coordinación de las áreas encargadas de la seguridad en Michoacán y a evi-
tar la toma de acuerdos con personas pertenecientes a grupos delictivos, a cargo
del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . 

25

28

30

31

32



Año II, Segundo Periodo, 13 de febrero de 2014 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados4

SUBSIDIOS TRANSFERIDOS A LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS COMO APOYO PARA IMPLANTAR LA
REFORMA DEL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Segob a di-
fundir el monto y la aplicación de los subsidios transferidos a las entidades fede-
rativas como apoyo para implantar la reforma del sistema de justicia penal, sus-
crita por los diputados José Luis Muñoz Soria, Javier Orihuela García y Roberto
López Rosado, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democráti-
ca. Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

INSTALACION DE ESTACIONAMIENTOS PARA BICICLETAS 
EN INMUEBLES PUBLICOS Y EN CENTROS DE 
TRANSFERENCIA MODAL, ASI COMO EN LAS 
PRINCIPALES PLAZAS, MERCADOS Y VIA PUBLICA

Proposición con punto de acuerdo, relativo a la instalación de estacionamientos
para bicicletas en inmuebles públicos y en centros de transferencia modal, así
como en las principales plazas, mercados y vía pública, a cargo de la diputada Car-
la Alicia Padilla Ramos, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México. Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales, para
dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

GARANTIZAR LOS DERECHOS HUMANOS EN MATERIA DE SALUD DE
LAS PERSONAS CON VIH/SIDA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los secretarios de Salud
federal y estatales a garantizar los derechos humanos en materia de salud de las
personas con VIH/sida, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por
el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciuda-
dano. Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

RECURSOS QUE DESTINARAN PARA APOYAR LA REALIZACION 
DE LAS OBRAS DE LA LINEA 3 DEL METRO Y EL SISTEMA DE 
TRANSPORTE ECOVIA EN NUEVO LEON

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titulares de la SCT,
de la SHCP y de la Conagua a difundir entre la opinión pública los recursos que
destinarán para apoyar la realización de las obras de la Línea 3 del Metro y el sis-
tema de transporte Ecovía en Nuevo León, a cargo del diputado José Martín Ló-
pez Cisneros, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la
Comisión de Infraestructura, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ACCIONES IMPLANTADAS PARA TRANSPARENTAR LOS RECURSOS
DEL SUBSEMUN

Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al titular de la Segob que
difunda las acciones implantadas para transparentar los recursos del Subsemun,
suscrita por los diputados José Luis Muñoz Soria, Javier Orihuela García y Ro-
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berto López Rosado, del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática. Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. . . . . . . 

MEXICANOS SENTENCIADOS A MUERTE EN ESTADOS UNIDOS DE
AMERICA

Proposición con punto de acuerdo, relativo a los 51 mexicanos sentenciados a
muerte en Estados Unidos de América, a cargo del diputado José Francisco Coro-
nato Rodríguez, del Grupo Parlamentario Movimiento Ciudadano. Se turna a la
Comisión de Relaciones Exteriores, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CAMBIOS CONTENIDOS EN LA REFORMA FISCAL REALIZADA SOBRE
LOS DERECHOS Y LAS OBLIGACIONES OBRERO-PATRONALES

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS a implantar ac-
ciones para difundir en los centros de trabajo los cambios contenidos en la refor-
ma fiscal realizada sobre los derechos y las obligaciones obrero-patronales, a car-
go del diputado Rafael Alejandro Micalco Méndez, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

COBRO EXCESIVO POR SUMINISTRO DE ELECTRICIDAD 
EN MAZATLAN, SINALOA

Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CFE a revisar en el
ámbito de sus competencias el cobro excesivo por suministro de electricidad en
Mazatlán, Sinaloa, a cargo del diputado Martín Alonso Heredia Lizárraga, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. Se turna a la Comisión de
Energía, para dictamen. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

DIPUTADOS QUE PARTICIPARON EN ANEXO. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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* INICIATIVAS Y PROPOSICIONES

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados, por la que informa el turno que le
corresponde a las iniciativas con proyecto de decreto y a
las proposiciones con punto de acuerdo registradas en el
orden del día del jueves 13 de febrero de 2014, de confor-
midad con los artículos 100, numeral 1, y 102, numeral 3,
del Reglamento de la Cámara de Diputados 

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable Asamblea los turnos dictados a las
iniciativas con proyecto de decreto y a las proposiciones
con punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 13
de febrero de 2014 y que no fueron abordadas. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Dipu-
tado Ricardo Anaya Cortés (rúbrica), Presidente.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma los artículos 335 y 337 y adiciona el 335
Bis al Código Penal Federal, para tipificar el abandono de
las personas adultas mayores, a cargo del diputado Hum-
berto Armando Prieto Herrera, Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

2. De decreto, para inscribir con letras de oro en el Muro
de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro el nombre
de Eduardo Neri Reynoso, a cargo de la diputada Teresa de
Jesús Mojica Morga, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Régimen, Reglamentos y Prácticas
Parlamentarias, para dictamen. 

3. Que reforma el artículo 64 de la Ley General de Salud,
en materia de salud de menores de cinco años, a cargo de
la diputada Cristina Olvera Barrios, del Grupo Parlamenta-
rio Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

Proposiciones con punto de acuerdo

1.Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Ssa a in-
tegrar en la cobertura nacional de la atención médica pro-
porcionada a las pacientes durante el embarazo, el parto y
el puerperio esquemas para el diagnóstico, el cuidado, la
atención y el tratamiento especializados de su salud men-
tal-emocional, a cargo de la diputada María del Rocío Co-
rona Nakamura, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal a difundir las acciones concretas por llevar a ca-
bo para incorporar en la base tributaria el comercio infor-
mal, a cargo de la diputada Elizabeth Vargas Martín del
Campo, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SHCP
a atender de inmediato las propuestas de la ASF contenidas
en el Informe del Resultado de la Fiscalización de la Cuen-
ta Pública de 2011 a fin de instruir al Comité Técnico del
Fonadin sobre la delimitación de las modalidades de finan-
ciamiento para otorgar apoyos recuperables, suscrita por
los diputados José Luis Muñoz Soria, Javier Orihuela Gar-
cía y Roberto López Rosado, del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen. 

4. Con punto de acuerdo, por el que se solicita la creación
de una comisión especial para el seguimiento de los pro-
gramas sociales destinados a los adultos mayores, a cargo
de la diputada María del Rosario de Fátima Pariente Gavi-
to, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista
de México. 

Turno: Junta de Coordinación Política, para su aten-
ción. 

5. Con punto de acuerdo, relativo a la actualización de las
encuestas utilizadas por el Inegi y el Coneval, a cargo de la
diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del Grupo Parla-
mentario Movimiento Ciudadano. 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 13 de febrero de 2014 / Anexo7
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Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, y a los gobiernos estatales y del Distrito Fede-
ral a revisar la normativa atinente al desarrollo de los pro-
gramas de apoyo a los adultos mayores, a cargo del
diputado José Angelino Caamal Mena, del Grupo Parla-
mentario Nueva Alianza. 

Turno: Comisión de Atención a Grupos Vulnerables,
para dictamen. 

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al goberna-
dor de Morelos a investigar en coordinación con la PGR el
ataque perpetrado contra la sede estatal del Partido Revo-
lucionario Institucional, a cargo de la diputada Maricela
Velázquez Sánchez, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional. 

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen. 

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobierno
federal a apoyar la coordinación de las áreas encargadas de
la seguridad en Michoacán y a evitar la toma de acuerdos
con personas pertenecientes a grupos delictivos, a cargo
del diputado José Guillermo Anaya Llamas, del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. 

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al titular de
la Segob a difundir el monto y la aplicación de los subsi-
dios transferidos a las entidades federativas como apoyo
para implantar la reforma del sistema de justicia penal, sus-
crito por los diputados José Luis Muñoz Soria, Javier Ori-
huela García y Roberto López Rosado, del Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Gobernación, para dictamen. 

10. Con punto de acuerdo, relativo a la instalación de esta-
cionamientos para bicicletas en inmuebles públicos y en
centros de transferencia modal, así como en las principales
plazas, mercados y vía público, a cargo de la diputada Car-
la Alicia Padilla Ramos, del Grupo Parlamentario del Par-
tido Verde Ecologista de México. 

Turno: Comisión de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales, para dictamen. 

11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los se-
cretarios de Salud federal y estatales a garantizar los dere-
chos humanos en materia de salud de las personas con
VIH/sida, a cargo del diputado Ricardo Mejía Berdeja y
suscrito por el diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo
Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Salud, para dictamen. 

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los titu-
lares de la SCT, de la SHCP y de la Conagua a difundir en-
tre la opinión pública los recursos que destinarán para apo-
yar la realización de las obras de la Línea 3 del Metro y el
sistema de transporte Ecovía en Nuevo León, a cargo del
diputado José Martín López Cisneros, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Infraestructura, para dictamen. 

13. Con punto de acuerdo, por el que se solicita al titular de
la Segob que difunda las acciones implantadas para trans-
parentar los recursos del Subsemun, suscrito por los dipu-
tados José Luis Muñoz Soria, Javier Orihuela García y Ro-
berto López Rosado, del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática. 

Turno: Comisión de Seguridad Pública, para dictamen. 

14. Con punto de acuerdo, relativo a los 51 mexicanos sen-
tenciados a muerte en Estados Unidos de América, a cargo
del diputado José Francisco Coronato Rodríguez, del Gru-
po Parlamentario Movimiento Ciudadano. 

Turno: Comisión de Relaciones Exteriores, para dicta-
men. 

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la STPS
a implantar acciones para difundir en los centros de traba-
jo los cambios contenidos en la reforma fiscal realizada so-
bre los derechos y las obligaciones obrero-patronales, a
cargo del diputado Rafael Alejandro Micalco Méndez, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Trabajo y Previsión Social, para
dictamen. 

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CFE a
revisar en el ámbito de sus competencias el cobro excesivo
por suministro de electricidad en Mazatlán, Sinaloa, a car-



go del diputado Martín Alonso Heredia Lizárraga, del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional. 

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.»

CODIGO PENAL FEDERAL

«Iniciativa que reforma los artículos 335 y 337 y adiciona
el 335 Bis al Código Penal Federal, a cargo del diputado
Humberto Armando Prieto Herrera, del Grupo Parlamenta-
rio del PAN

El que suscribe, Humberto Armando Prieto Herrera, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal en la LXII Legislatura en la Cámara de Diputados, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 73, fracción
XXI, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 6, 77 y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración del pleno la
presente iniciativa con proyecto de decreto, que reforma
los artículos 335 y 337, y adiciona el 335 Bis al Código Pe-
nal Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

En México hay 10.5 millones de adultos mayores; esto es,
10 de cada 100 habitantes tienen 60 años o más. Este gru-
po de habitantes se sigue posicionando entre los más vul-
nerables. Las leyes que les permitan tener una vida plena
siguen siendo escasas.

De los adultos mayores del país, 82 por ciento vive en con-
dición de pobreza y, dentro de este rango, las mujeres se
encuentran en estado más grave pues sólo dos de cada 10
cuentan con pensión.1

Un informe del Consejo Nacional de Población (Conapo)
indica que los ancianos tienen el índice de desarrollo social
más bajo en el país, lo que se traduce en pocas posibilida-
des de vivir la vejez de forma digna.

Más de 6 millones de personas mayores de 65 años tienen
algún grado de pobreza, según datos del estudio Envejeci-
miento humano, una visión interdisciplinaria del Instituto
de Geriatría.

El estudio Intensidad del envejecimiento de la población
de México, del Conapo, advierte que el ritmo de creci-
miento de los ancianos será mayor que el resto de la po-
blación e incluso se estima que a mediados del siglo habrá
36 millones de ancianos. La mitad de ellos serán mayores
de 70 años.

La mayoría de los hombres entre 60 y 64 años de edad to-
davía trabajan e incluso 1 de cada 4 varones de 80 años se
encuentra laboralmente activo.

La pobreza de los ancianos se refleja en maltrato y aban-
dono. Datos del Instituto Nacional de Ciencias Médicas y
Nutrición señalan que un promedio de 16 por ciento de los
adultos mayores sufren algún grado de maltrato como gol-
pes, ataques psicológicos, insultos o robo de sus bienes.

La mayoría de las agresiones proviene de las propias fami-
lias, y las padecen más los hombres. Esta condición es más
grave en las comunidades rurales, pues en las grandes ciu-
dades los adultos mayores tienen más posibilidades de ac-
ceder a algún tipo de ayuda.

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud, 36
millones de ancianos en el mundo sufren maltrato. Los ca-
sos de abandono o negligencia han ido aumentando en los
últimos años, sobre todo en los países desarrollados.2

El problema no es realmente el número de habitantes de la
tercera edad o bien tampoco es el conjunto de condiciones
físicas que son características de la vejez. El problema ra-
dica en el abandono en el que se desarrollan estas genera-
ciones, en la carencia de prevención y del análisis profun-
do que sea capaz de plantear soluciones factibles a este
problema, pues la vejez trae cambios en todos los ámbitos;
en el social, el económico, el político además de cambios
en cuestiones de salud, para todo el país.

México requiere una estructura sólida para poder sostener
a esta población. Sin embargo, para ello se tiene relativa-
mente poco tiempo.

El Conapo señala que esta generación es marginada en
prácticamente todos los aspectos; laboral, social, político, e
incluso en el familiar y sufren o carecen de “la reducción
en la atención no formal, la pérdida de roles, la soledad, el
maltrato, la invisibilidad social y cultural como consecuen-
cia de las visiones catastrofistas sobre el proceso de enve-
jecimiento, generando una desprotección a sus derechos”.3
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El abandono económico se da a notar cuando 4 de cada 10
adultos mayores viven en pobreza, según los datos que
arrojó la dimensión de la pobreza presentada en diciembre
de 2012 por el Consejo Nacional de Evaluación de la Polí-
tica de Desarrollo Social (Coneval).

De acuerdo con el Inegi, 33.5 por ciento de los adultos ma-
yores realiza una actividad económica, y una parte del sec-
tor que no cuenta con alguna actividad laboral (porque ya
se han retirado) decide tratar de emprender un negocio o
buscar un empleo como consecuencia del bajo índice de
cobertura y los montos de las pensiones. Para salir de esta
pobreza o por el simple hecho de sobrevivir, las personas
de la tercera edad se ven en la necesidad de contar con una
fuente de ingresos, ya sea a través de un negocio propio, un
trabajo, o el apoyo familiar.

La solución comienza en cambiar de perspectiva, dejar de
ver a las personas de la tercera edad como un problema y
verlas como una oportunidad. Hace falta fomentar una
educación y una mentalidad que inculque el respeto por las
personas mayores, para que en México se dejen de ignorar
la calidad de vida y la dignidad de nuestros ancianos.

Antecedentes

El Consejo Nacional de Población estima que para 2030,
en México habrá más adultos mayores que jóvenes meno-
res de 15 años y para 2050, un 30 por ciento de la pobla-
ción tendrá más de 60 años, por lo que es sumamente im-
portante promover una cultura de envejecimiento en
nuestro país.4

México enfrenta el rápido envejecimiento de su población.
Hoy los adultos mayores de 70 años suman 5.1 millones;
en 2025 serán 7.1 millones y en 2050 la cifra se disparará
a 18.4 millones.

Pero el crecimiento de esta población no sólo será en este
país. La Organización Mundial de la Salud estima que en
pocos años habrá más ancianos que niños, lo cual significa
un reto global muy grande, puesto que la esperanza de vi-
da ha incrementado 10 años más, pero existen mayores pa-
decimientos dentro de ese rango de edad.

La Secretaría de Salud señaló que la prevalencia nacional
de demencias y deterioro cognitivo, principalmente de Alz-
heimer, representa una cifra mayor a 6 por ciento en las
personas mayores de 60 años. En este sector de la pobla-
ción también es importante la cifra de casos de osteoporo-

sis, depresión, lesiones por caídas, trastornos nutricionales,
problemas de salud bucal, así como de pérdida de visión y
audición, entre muchos otros males.

En el sexenio pasado, millones de ancianos fueron benefi-
ciarios del programa del gobierno federal 70 y Más; sin
embargo, queda mucho por hacer

Según el Coneval, existen más de 52 millones de pobres, 2
de cada 10 adultos mayores pueden solventar sus gastos;
los ocho restantes viven en situación de pobreza, 3.5 mi-
llones (45.7 por ciento), 36 .6 por ciento (2.7 millones) es-
tán en situación de pobreza moderada y 10.1 (800 mil) vi-
ven en pobreza extrema, con 3.7 carencias en promedio.
Además, hay otro 31.4 por ciento de mexicanos de más de
65 años que son vulnerables y sufren dos carencias, y 77.1
por ciento (5.9 millones) tienen al menos una privación so-
cial, detallan los últimos datos de Coneval dados a conocer
en 2010.

Pero la carencia económica y las enfermedades no son los
únicos problemas a los que se enfrenta este sector: tres de
cada cinco sufre violencia dentro de su familia, de acuerdo
con datos del Instituto Nacional de las Personas Adultas
Mayores. De acuerdo con el organismo, ya sea por pena o
por impedimento físico o mental los casos de abuso no son
denunciados ante las autoridades.5

Por otro lado, los accidentes en el hogar causan la muerte
de 30 por ciento de los adultos mayores en México, detalla
el estudio Prevención de caídas en el adulto mayor en el
primer nivel de atención México, elaborado por la Secreta-
ría de Salud, donde se asegura que 62 por ciento de los ac-
cidentes ocurre en casa y 26 en la vía pública, en muchos
de los cuales se requiere hospitalización.

Los resultados de la Encuesta Nacional sobre Discrimina-
ción en México 2010 muestran que en México, las perso-
nas adultas mayores son consideradas el cuarto grupo de
población vulnerable a la discriminación.

El 25 de junio de 2002 se publicó la Ley de los Derechos
de las Personas Adultas Mayores, cuyo objetivo es garanti-
zar el ejercicio de los derechos de esas personas, y estable-
cer las bases y disposiciones para su cumplimiento me-
diante la regulación de la política pública nacional en la
materia, de los principios, los objetivos, los programas, las
responsabilidades y los instrumentos de la administración
pública federal, de las entidades federativas y municipios,
así como del Instituto Nacional de las Personas Adultas



Mayores, organismo público rector de esa política nacio-
nal.

El eje 3, “Igualdad de oportunidades”, del Plan Nacional de
Desarrollo 2007- 2012 estableció en el numeral 3.6, cen-
trado en grupos vulnerables, objetivo 17, estrategia 17.3, la
obligación del Estado mexicano de focalizar el apoyo a la
población de más de 70 años, con prioridad a quienes ha-
bitan en comunidades de alta marginación o que viven en
condiciones de pobreza.

En el ámbito de las entidades federativas, se han estableci-
do 17 legislaciones estatales en materia de no discrimina-
ción, en tanto que 25 estados de la república integran en su
marco jurídico una legislación específica de ese grupo de
población.

Objeto de la iniciativa

La presente iniciativa tiene por objeto tipificar el abandono
de las personas adultas mayores, ya que a la fecha, dicha
conducta no encuentra sanción para aquellos que la come-
tan, aún cuando, como se señaló en párrafos precedentes,
México se convertirá en una nación de gente adulta mayor.

Por lo expuesto resulta de vital importancia que se castigue
el abandono de los adultos mayores, aunado a otras accio-
nes que permitan educar y concientizar a la población so-
bre la cultura de los adultos mayores.

En consideración de lo anterior, la propuesta de reforma
del Código Penal Federal se realiza en los siguientes tér-
minos:

Texto vigente

Capítulo VII
Abandono de Personas

Artículo 335. Al que abandone a un niño incapaz de
cuidarse a sí mismo o a una persona enferma, teniendo
obligación de cuidarlos, se le aplicarán de un mes a cua-
tro años de prisión, sí no resultare daño alguno, priván-
dolo, además, de la patria potestad o de la tutela, si el
delincuente fuere ascendiente o tutor del ofendido.

Artículo 337. El delito de abandono de cónyuge se per-
seguirá a petición de la parte agraviada. El delito de
abandono de hijos se perseguirá de oficio y, cuando pro-

ceda, el Ministerio Público promoverá la designación de
un tutor especial que represente a las víctimas del deli-
to, ante el juez de la causa, quien tendrá facultades para
designarlo. Tratándose del delito de abandono de hijos,
se declarará extinguida la acción penal, oyendo previa-
mente la autoridad judicial al representante de los me-
nores, cuando el procesado cubra los alimentos venci-
dos, y otorgue garantía suficiente a juicio del juez para
la subsistencia de los hijos.

Texto propuesto 

Capítulo VII
Abandono de Personas

Artículo 335. Al que abandone a un menor recién na-
cido, un niño incapaz de cuidarse a sí mismo o a una
persona enferma, teniendo obligación de cuidarlos, se le
aplicarán de cinco a ocho años de prisión, sí no resulta-
re daño alguno, privándolo, además, de la patria potes-
tad o de la tutela, si el delincuente fuere ascendiente o
tutor del ofendido.

Artículo 335 Bis. Al que abandone a un adulto mayor
con discapacidad física o mental teniendo obligación
de cuidarlo, se le aplicarán de cinco a ocho años de
prisión. Las penas se incrementarán en una mitad si
quien abandona es su pariente consanguíneo en línea
ascendente o descendente dentro del cuarto grado.

Artículo 337. El delito de abandono de cónyuge se per-
seguirá a petición de la parte agraviada. El delito de
abandono de hijos y de menores recién nacidos, se per-
seguirá de oficio y, cuando proceda, el Ministerio Públi-
co promoverá la designación de un tutor especial que re-
presente a las víctimas del delito, ante el juez de la
causa, quien tendrá facultades para designarlo. Tratán-
dose del delito de abandono de hijos, se declarará extin-
guida la acción penal, oyendo previamente la autoridad
judicial al representante de los menores, cuando el pro-
cesado cubra los alimentos vencidos, y otorgue garantía
suficiente a juicio del juez para la subsistencia de los hi-
jos.

El delito de abandono de adultos mayores con discapa-
cidad física o mental se perseguirá de oficio.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta asamblea
el siguiente proyecto de
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Decreto

Único. Se reforman los artículos 335 y 337, y se adiciona el
335 Bis al Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Capítulo VII
Abandono de Personas

Artículo 335. Al que abandone a un menor recién nacido,
un niño incapaz de cuidarse a sí mismo o a una persona en-
ferma, teniendo obligación de cuidarlos, se le aplicarán de
cinco a ocho años de prisión, sí no resultare daño alguno,
privándolo, además, de la patria potestad o de la tutela, si
el delincuente fuere ascendiente o tutor del ofendido.

Artículo 335 Bis. Al que abandone a un adulto mayor
con discapacidad física o mental teniendo obligación de
cuidarlo, se le aplicarán de cinco a ocho años de prisión.
Las penas se incrementarán en una mitad si quien
abandona es su pariente consanguíneo en línea ascen-
dente o descendente dentro del cuarto grado.

Artículo 337. El delito de abandono de cónyuge se perse-
guirá a petición de la parte agraviada. El delito de abando-
no de hijos y de menores recién nacidos, se perseguirá de
oficio y, cuando proceda, el Ministerio Público promoverá
la designación de un tutor especial que represente a las víc-
timas del delito, ante el juez de la causa, quien tendrá fa-
cultades para designarlo. Tratándose del delito de abando-
no de hijos, se declarará extinguida la acción penal, oyendo
previamente la autoridad judicial al representante de los
menores, cuando el procesado cubra los alimentos venci-
dos, y otorgue garantía suficiente a juicio del Juez para la
subsistencia de los hijos.

El delito de abandono de adultos mayores con discapa-
cidad física o mental se perseguirá de oficio.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Consultado en http://www.zocalo.com.mx/seccion/articulo/283917

2 Consultado en http://www.hospitalgeneral.salud.gob.mx/descar-
gas/pdf/enfermeria/abono_social.pdf

3 http://retosinternacionales.campusqueretaro.net/2011/02/11/proble-
matica-el-abandono-de-la-tercera-edad/

4 Consultado en http://retosinternacionales.campusqueretaro.net/
2011/02/11/problematica-el-abandono-de-la-tercera-edad/

5 Consultado en http://retosinternacionales.campusqueretaro.net/
2011/02/11/problematica-el-abandono-de-la-tercera-edad/

Presentada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de
2014.— Diputado Humberto Armando Prieto Herrera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

INSCRIBIR CON LETRAS DE ORO 
EN EL MURO DE HONOR DEL PALACIO 

LEGISLATIVO DE SAN LAZARO EL
NOMBRE DE EDUARDO NERI REYNOSO

«Iniciativa de decreto, para inscribir con letras de oro en el
Muro de Honor del Palacio Legislativo de San Lázaro el
nombre de Eduardo Neri Reynoso, a cargo de la diputada
Teresa de Jesús Mojica Morga, del Grupo Parlamentario
del PRD

La suscrita, diputada Teresa de Jesús Mojica Morga, dipu-
tada integrante de la LXII Legislatura, por el Grupo Parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática, con
fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
así como los artículos 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta asamblea
la presente iniciativa con decreto para inscribir con letras
de oro en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de San
Lázaro el nombre de Eduardo Neri Reynoso, bajo las si-
guientes

Consideraciones

Hay hombres valiosos a los que la historia no acaba de ha-
cer justicia plena. Hoy tenemos la oportunidad de proceder
a favor de un mexicano valioso.

El día 9 de octubre de 2013, esta honorable Cámara de Di-
putados otorgó la medalla “Eduardo Neri Reynoso y Le-
gisladores 1913” al mérito ciudadano, equivalente a la me-



dalla “Belisario Domínguez” que otorga el Senado de la
República.

Este acto nos recuerda al insigne licenciado y diputado fe-
deral durante la XXVI Legislatura Eduardo Neri Reynoso,
pero al mismo tiempo trae a la memoria la deuda que aún
tenemos las diputadas y los diputados con él. Esta Cámara
le ha hecho dos merecidos reconocimientos: i) el homena-
je que se le hizo en vida y ii) la creación de la medalla que
lleva su nombre; sin embargo, queda aún pendiente otro re-
conocimiento que ahora tenemos la oportunidad de subsa-
nar y que consiste en inscribir su nombre con letras de oro
en el Muro de Honor del Palacio Legislativo de San Láza-
ro. Un reconocimiento más que justo.   

El licenciado Eduardo Neri Reynoso vio la primera luz en
el año de 1887 en Zumpango del Río, Guerrero, y a lo lar-
go de su vida participó de manera destacada en la historia
de nuestro país en una época políticamente turbulenta en la
que se condujo como un ciudadano íntegro y comprometi-
do, como un profesionista capaz y como funcionario públi-
co honorable. 

Lo más sobresaliente de su actuación política es su famoso
discurso del día 9 de octubre de 1913 cuando, siendo dipu-
tado federal en la XXVI Legislatura, desde la tribuna de es-
ta Cámara de Diputados, lo pronunció para enjuiciar al
usurpador Victoriano Huerta y a su gobierno con motivo de
los asesinatos de los diputados renovadores Adolfo C. Gu-
rrión, Serapio Rendón, Edmundo Pastelín y del senador
Belisario Domínguez.  

Es de todos sabido que días antes, el senador Domínguez
había llamado al usurpador Victoriano Huerta, “asesino y
traidor” con motivo de los asesinatos del Presidente Fran-
cisco I. Madero y del Vicepresidente Pino Suárez, lo que
ocasionó que fuera asesinado por el régimen dictatorial.

Así, al conocerse en la Cámara de Diputados en la men-
cionada sesión del 9 de octubre de 1913 dichos crímenes,
el diputado por Chilpancingo, Eduardo Neri Reynoso, dan-
do prueba de un gran valor, como el de don Belisario Do-
mínguez, pronunció el siguiente discurso:

“Señores diputados:

Yo creí que desde la salida del doctor Urrutia del Mi-
nisterio de Gobernación, no seguirían aplicándose los
procedimientos del ingeniero Zepeda; pero desgraciada-
mente, señores diputados, hemos visto que esos proce-

dimientos han seguido en pie. Por desgracia, nosotros
no hemos tomado una actitud digna de esta Cámara, se-
ñores diputados, y yo creo que ha llegado el momento
de probar al Ejecutivo que no es tan fácil atropellar a un
pequeño grupo de hombres que estamos aquí como con-
secuencia del sufragio efectivo. Es necesario, señores
diputados, que estos casos no sigan repitiéndose. El se-
ñor Ministro de Gobernación, con suma bondad y corte-
sía, recibió a la Comisión, y dice que va a consignar a
las autoridades judiciales el caso del señor senador Do-
mínguez; pero esto es lo de siempre. Ha muerto el señor
diputado Gurrión; ha muerto el señor diputado Rendón,
a quien no parece, señores diputados, que lo han mata-
do hombres, sino chacales, que, no contentos con qui-
tarle la vida, han devorado sus restos, pues no aparecen.

Es necesario, pues, tomar una determinación decisiva
porque si no uno a uno vamos desapareciendo. Yo ocu-
rro aquí a los intelectuales de la Cámara; a vos, señor
Reyes, que sois un talento; a vos señor Vera Estañol, que
lo sois igualmente son muy justos, señor Reyes, el dolor
y la amargura que en estos momentos os embargan; pe-
ro es más grande e intenso el dolor que debemos sentir
en estos momentos, en que vemos que se está abofete-
ando a dos manos al Poder Legislativo, y que el Poder
Legislativo no toma una resolución digna de un Poder.

Así, pues, señores diputados, yo creo que con estos pro-
cedimientos de ir a interpelar al Ejecutivo por conducto
de su Ministro, no parece sino que va un grupo de men-
digos a pedir un favor; se nos recibe con cortesía, es
cierto; pero ¿qué hace ese Secretario? Consignar a las
autoridades judiciales el caso del senador Domínguez y
éstas jamás resolverán el caso; y yo ruego a esta asam-
blea que se tome una determinación enérgica y decisiva,
pues es el momento de hacerlo, y si el Ejecutivo enar-
bola su bandera negra contra nosotros, es necesario que
enarbolemos también nuestra bandera roja de abnega-
ción y de fe.”

Tal discurso fue el pretexto para que al día siguiente el go-
bierno espurio de Huerta disolviera el Congreso y aprehen-
diera al diputado Neri junto con otros 82 diputados envián-
dolos presos a la penitenciaría del Distrito Federal.

Pero no sólo resalta ese valiente discurso. Por si lo anterior
fuera poco y según consta en archivos de esta Cámara, sa-
bemos que ya antes había sido soldado del general Canuto
Neri en su levantamiento contra el gobierno del general
Porfirio Díaz; había participado en el movimiento maderis-
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ta de 1910, siendo invitado a dar la bienvenida en la ciudad
de Iguala –en junio de 1911- a don Francisco I. Madero en
su visita a Guerrero pronunciando el discurso principal.

Asimismo, el general Julián Blanco le otorgó el grado de
coronel por su labor revolucionaria en los estados de Oa-
xaca, Guerrero y Colima, grado que le fue ratificado por el
general Pascual Morales y Molina, pero que nunca quiso
ostentar. 

Como sabemos, fue diputado federal representante del Dis-
trito Electoral Federal de Chilpancingo, Guerrero, en la
XXVI Legislatura del Honorable Congreso de la Unión,
siendo miembro del Bloque Renovador en dicha Legislatu-
ra. Fue, igualmente, Procurador General de la República. Y
de 1929 hasta el día de su muerte, en 1973, ejerció en la
ciudad de México su profesión de abogado.

Por todo lo referido, el diputado, general Celso Vázquez
Ramírez presentó al Pleno de la XLVII Legislatura, con-
juntamente con los diputados contralmirante Ramón Alca-
lá Ferrera, doctor Eusebio Mendoza Ávila, capitán de altura
Adrián Tiburcio González, coronel ingeniero Félix Riojas
Rivera, y Germán Cervón del Razo, proposición para ren-
dirle homenaje. Pero aún más, la comisión dictaminadora
ampliando la iniciativa la aprobó por unanimidad, para no
sólo  hacerle el meritorio homenaje, sino para además ins-
tituir también una medalla en su honor que fuera  otorgada
en cada Legislatura a un ciudadano mexicano destacado.

De esta forma, en sesión de la Cámara de Diputados, el día
29 de diciembre de 1969, se le rindió homenaje en el cual
el ciudadano Eduardo Neri pronunció un nuevo discurso
del que citamos lo siguiente:

“Señor Presidente de la H. Cámara de Diputados.

Señoras y señores diputados.

No veo aquí, a ninguno de los que conmigo integraron
el bloque renovador de la XXVI Legislatura. Todos se
han ido. Soy el único superviviente. Esta ausencia ma-
terial, podría ocasionar que yo derramara lágrimas sobre
las curules que ocuparon.

…

…

Aquel premio y aquella alabanza, a mis esfuerzos pues-
tos al servicio de la Patria, incluye a los diputados reno-
vadores y a los del grupo independiente Armando Z. Os-
tos y Miguel Hernández Jáuregui, que sintetizaron en el
acuerdo del 9 de octubre de 1913, los ataques endereza-
dos en contra del usurpador. En cuyo acuerdo le repro-
chamos su conducta criminal, y le exigimos respeto a
nuestra Constitución Política. No me desaliento. Estoy
confortado con el lazo que viene desde muy lejos, y que
me une a ustedes.

…

Se imputa a los diputados renovadores cobardía al acep-
tar las renuncias del Presidente y del Vicepresidente de
la República. Nada más injusto. La señora esposa de
don Francisco I. Madero, les mandó suplicar que se
aceptaran esas renuncias, puesto que el embajador de
Cuba había conseguido de Victoriano Huerta, que salie-
ran para la Habana. Si se tilda a los renovadores de co-
bardes, habría que decir lo mismo de quienes renuncia-
ron.

No lo fueron ni los unos ni los otros. El móvil fue hu-
manitario, se buscaba el camino para salvarles la vida.

Antes de consumarse la tragedia, que acabó con las vi-
das de aquellos mandatarios, los diputados renovadores
llevaron al señor Madero un memorándum, acerca de la
angustiosa situación en que se encontraba, así como su
gobierno.

…

Estuvimos unidos en contra de Porfirio Díaz, más unidos
en contra de Victoriano Huerta. Después, desunidos, muy
desunidos, hasta llegar al exterminio. La Revolución, se
había tragado a sus propios hijos, quizá, los de más valer. 

Debemos unirnos nuevamente, para que si es necesario de-
fender en todos los terrenos nuestro sistema republicano,
contra amagos extranjeros, siguiendo las huellas de quie-
nes nos lo dieron, y las de quienes nos dieron patria.

En esta tribuna, desde donde la voz llega a todas nuestras
fronteras, en plena juventud surgió la mía defendiendo la
dignidad del Poder Legislativo, contra crímenes del brutal
usurpador…”



Tales son los valiosos principios que enarboló Eduardo Ne-
ri Reynoso en vida,  y por los cuales esta Cámara de Dipu-
tados instituyó la medalla al mérito con su nombre y le rin-
dió homenaje en vida: acusar en tribuna al usurpador por
los asesinatos políticos mencionados; afirmar que “se está
abofeteando a dos manos al Poder Legislativo, y que el Po-
der Legislativo no toma una resolución digna de un Poder”,
y defender “la dignidad del Poder Legislativo, contra crí-
menes del brutal usurpador…”

Pero las citadas palabras de Eduardo Neri Reynoso además
de valientes, resultaron jurídica y políticamente trascenden-
tes, su impacto fue  más allá del discurso mismo, y esto es lo
que se resalta ahora para revalorarlo y justipreciarlo. 

La actual división de poderes que caracteriza a la estructu-
ra política mexicana que disfrutamos hoy en día las y los
mexicanos tiene su base en el discurso de Eduardo Neri.

Con su reclamo de dignidad para el Legislativo por parte
del Ejecutivo, aunque espurio, él cimentó el principio de
“fuero” para los legisladores en nuestra Carta Magna.

Así, el artículo 61 establece que “Los diputados y senado-
res son inviolables por las opiniones que manifiesten en el
desempeño de sus cargos, y jamás podrán ser reconvenidos
por ellas. 

El Presidente de cada Cámara velará por el respeto al fue-
ro constitucional de los miembros de la misma y por la in-
violabilidad del recinto donde se reúnan a sesionar.”

El fuero constitucional de que gozamos hoy las y los legis-
ladores en México no sería concebible ni posible sin el dis-
curso y sacrificio personal de Belisario Domínguez y sin el
discurso de Eduardo Neri. Este es el significado profundo
de tal discurso que hoy debe valorarse.

A Belisario Domínguez se le ha honrado instituyendo la
medalla al mérito que lleva su nombre e inscribiendo su
nombre con letras de oro en el Senado de la República, a
Eduardo Neri Reynoso aún le debemos la inscripción de su
nombre con letras de oro en el Muro de Honor de esta Ho-
norable Cámara de Diputados.

Hoy es la oportunidad de completar su justo homenaje.

Por lo antes expuesto, nos permitimos someter a la consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente

Decreto por el que se solicita se inscriba con letras de
oro en el Muro de Honor de la honorable Cámara de
Diputados el nombre de Eduardo Neri Reynoso

Artículo Primero. Inscríbase con letras de oro en el Muro
de Honor del salón de plenos de la Cámara de Diputados,
el nombre de Eduardo Neri Reynoso. 

Artículo Segundo. La Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados, conjuntamente con la Comisión de Régimen, Re-
glamentos y Prácticas Parlamentarias definirá la fecha, el
orden del día y el protocolo de la sesión solemne que se re-
alizará para llevar a cabo la inscripción en letras de oro
mencionada en el artículo primero.

Transitorio

Único. Este decreto entrará en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de febrero de 2014.— Diputada
Teresa de Jesús Mojica Morga (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Régimen, Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias, para dictamen. 

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma el artículo 64 de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Cristina Olvera Barrios, del
Grupo Parlamentario de Nueva Alianza

La suscrita, Cristina Olvera Barrios, integrante del Grupo
Parlamentario de Nueva Alianza en la LXII Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 76, 77 y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía la presente iniciativa que reforma
la fracción III del artículo 64 de la Ley General de Salud,
en materia de salud de menores de cinco años, para lo cual
expresa la siguiente
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Exposición de motivos

Planteamiento del problema

Todos los menores, representados por los niños del país,
que forman parte esencial de la sociedad, deben disponer
sin restricción alguna del respeto y ejercicio pleno de cada
uno de sus derechos, entre ellos prioritariamente el de la
salud.

Para el caso particular, la salud de los niños menores de 5
años, según cifras a 2010, “cada año mueren en el mundo
7.6 millones de menores de 5 años, muertes que se deben a
enfermedades que se podrían evitar a través de atención
simple o asequible”.1

Si bien el índice de mortalidad infantil para menores de
cinco años ha disminuido en el país por las acciones em-
prendidas por los gobiernos en turno a través de las autori-
dades responsables de la salud y que hoy permitirán cum-
plir la meta 4 de los Objetivos de Desarrollo del Milenio2

para 2015, falta precisar en el texto de la legislación vi-
gente que la atención a la salud que se debe brindar a los
menores de 5 años debe de contar con “acciones para con-
trolar las enfermedades prevenibles por vacunación, a pro-
cesos diarreicos y a las infecciones respiratorias agudas”.
Dicha laguna limita la atención que se debe brindar a los
diversos padecimientos que se presentan en este segmento
de los menores de edad, como los que derivan de una defi-
ciencia nutricional como los problemas gastrointestinales
que no provocan diarrea, obesidad y sobrepeso.

Así las cosas, con la presente iniciativa no sólo cumplire-
mos la meta 4 de los Objetivos de Desarrollo del Milenio3

para 2015 sino que, además, brindaremos una oportuna y
eficaz cobertura a las enfermedades que padecen los niños
menores de 5 años, por esta razón, legislemos integralmen-
te para que la atención médica sea una actividad constante,
permanente y de calidad para el bienestar y salud de este
sector tan vulnerable.

Argumentación

El derecho a la salud ha sido una proclama fundamental
que se ha incorporado en diversos instrumentos de índole
internacional; en el caso de México, el derecho a la salud
se ha establecido en el artículo 4o. de la Constitución Polí-
tica de 1917 y en la Ley General de Salud de 1984.

Sobre el caso particular de los niños, la Organización de las
Naciones Unidas aprobó la Convención de los Derechos
del Niño en 1989, instrumento que ha sido un parteaguas al
sustentar como objeto fundamental garantizar la sobrevi-
vencia y primacía de los derechos de las niñas y los niños,
a través del cual se responsabiliza a los gobiernos a reco-
nocer los derechos humanos de todas las niñas y los niños,
al tenerlos en cuenta en cada una las decisiones legislativas
y en la elaboración y concreción de las políticas públicas.

En razón de que son un grupo especialmente vulnerable, es
necesario que tengan derechos concretos y se les reconoz-
ca la necesidad de recibir una protección especial por par-
te del Estado.

La situación que se presenta en México no es la excepción
y requiere adecuarse a las circunstancias, pues el Instituto
Nacional de Estadística y Geografía señala que de las de-
funciones acontecidas en los menores de 15 años, 13.9 por
ciento corresponde a niños de 1 a 4 años, 1 de cada 7 (15.6)
fallece por malformaciones congénitas, deformidades y
anomalías cromosómicas; le siguen los accidentes de trans-
porte (7.8) y la neumonía (6.8), que en conjunto represen-
tan 30.2 de las defunciones ocurridas en este grupo de
edad”,4 mientras que uno de los retos a que se enfrenta hoy
en día, es “controlar el aumento del sobrepeso y la obesi-
dad.5

En la Encuesta Nacional de Salud y Nutrición, Resultados
Nacionales 2012, establece que en México se han registra-
do avances importantes en la salud de los niños, lo que se
refleja en una reducción significativa de la mortalidad in-
fantil en más de 50 por ciento. Sin embargo, pese a estos
importantes avances aún queda mucho trabajo por realizar.
Durante 2010 se registraron en el país 28 mil 865 muertes
en menores de cinco años, muchas de las cuales podrían
haberse evitado a través del acceso efectivo a intervencio-
nes de salud o con acciones sobre el ambiente y los deter-
minantes sociales. Respecto a obesidad, en México se re-
gistra que 10 de cada 100 niños menores de 5 años tienen
sobrepeso, el cual no es sinónimo de buena alimentación,
ya que puede llegar a provocar anemia y repercusiones en
su crecimiento y desarrollo cognoscitivo.6

Para ahondar en el tema, otro dato al respecto se indicó a
través del primer Informe de Gobierno de la administración
federal 2012-2018, que señala que las tasas de mortalidad
por enfermedades respiratorias para menores de 5 años es
de 23.3 casos por cada 100 mil niñas y niños, para las en-



fermedades diarreicas la tasa es de 9.4 decesos de menores
de 5 años por cada 100 mil en el grupo de edad; mientras
que la tasa de mortalidad por deficiencia nutricional está
proyectada en 6.4 decesos por cada 100 mil, lo que corro-
bora la lamentable situación de los menores en el país.

Por obvias razones no es prudente enumerar cada una de
las afecciones de salud que se puedan suscitar en menores
de 5 años, pero lo que si es imperante precisar, son aque-
llas que son recurrentes al día de hoy en el país y que no se
atienden, como es el caso de la obesidad, el sobrepeso y la
deficiencia de nutrientes y que en su momento, podrán pro-
vocar un desenlace poco deseable.

Hagamos efectivo lo establecido en el artículo 12 del Pac-
to Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales (1966),7 el cual establece que entre las medidas que
se deberán adoptar a fin de asegurar la plena efectividad
del derecho a la salud, figurarán las necesarias para

• La reducción de la mortalidad infantil y garantizar el
sano desarrollo de los niños;

• El mejoramiento de la higiene del trabajo y del medio
ambiente;

• La creación de condiciones que aseguren el acceso de
todos a la atención de la salud.

Conjuguemos nuestros esfuerzos para clarificar y perfec-
cionar la legislación nacional al observar lo establecido el
artículo 24 de la Convención sobre los Derechos de los Ni-
ños,8 que a la letra dice:

1. Los Estados parte reconozcan el derecho del niño al
disfrute del más alto nivel posible de salud y el acceso a
servicios para el tratamiento de las enfermedades y la
rehabilitación de la salud.

2. Los Estados parte aseguren la plena aplicación de es-
te derecho y, en particular, adopten las medidas apro-
piadas para

a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez;

3. Los Estados parte adoptarán todas las medidas efica-
ces y apropiadas posibles para abolir las prácticas tradi-
cionales que sean perjudiciales para la salud de los ni-
ños.

4. Los Estados parte se comprometen a promover y
alentar la cooperación internacional con miras a lograr
progresivamente la plena realización del derecho reco-
nocido en el presente artículo.

Recordemos que al ratificar la convención, el Estado me-
xicano manifiesta que acepta la obligación de respetar, pro-
teger, promover o satisfacer los derechos enumerados, in-
cluida la adopción o el cambio de leyes y políticas que
pongan en vigor las disposiciones de la convención, ya que
ningún derecho es menor y más, cuando de infantes se tra-
ta.

Es urgente que los derechos de los niños se conviertan en
realidad para lograr un desarrollo pleno y dejen de sufrir
hambre, desnutrición, enfermedad, descuido y abandono.

Como autoridades, debemos sensibilizarnos para reconocer
las necesidades de las niñas y de los niños y dar prioridad
a la protección de los derechos de la infancia. No dejemos
de lado que un desarrollo sano de los menores, el cual será
crucial para el futuro inmediato, la permanencia y el bien-
estar de la sociedad.

La falta de acciones, instrumentos y medidas pertinentes
por parte de las autoridades acarreara graves repercusiones
como el incremento de mortalidad infantil en menores de
cinco años, y de escolares, adolecentes y adultos enfermos.

Mejorar la salud de la infancia es una de las muchas res-
ponsabilidades en la que debemos participar y contribuir,
para en el futuro, podamos construir una sociedad sana y
con una mayor y mejor calidad de vida, sin embargo, aún
perduran obstáculos muy importantes que impiden asegu-
rar que todas las niñas y los niños tengan las condiciones
idóneas para un desarrollo integral y sano.

Reitero: las autoridades, es decir, los adultos somos los
únicos responsables de promover y vigilar el ejercicio ple-
no de los derechos de los niños al interior de la familia y de
la sociedad en general, debemos favorecer su desarrollo y
proporcionar una atención de la salud más completa para
los menores de cinco años, ya que no bastara para hacer
efectivo el cumplimiento irrestricto de su derecho a la sa-
lud, si solo priorizamos algunas infecciones o enfermeda-
des de ellos, debemos apostar en mejorar y hacer más com-
pleta la atención a instituciones de salud pública en la que
puedan recibir cuidados pertinentes los niños.
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Fundamento legal

Por lo expuesto y con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 76, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, se somete a conside-
ración de esta asamblea el presente proyecto de

Decreto que reforma la fracción III del artículo 64 de la
Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforma y adiciona la fracción III del
artículo 64 de la Ley General de Salud, en materia de salud
de menores de cinco años, para quedar como sigue:

Artículo 64. En la organización y operación de los servi-
cios de salud destinados a la atención materno-infantil, las
autoridades sanitarias competentes establecerán

I. a II Bis. …

III. Acciones para controlar las enfermedades preveni-
bles por vacunación, infecciones gastrointestinales, los
procesos diarreicos, las infecciones respiratorias y defi-
ciencias nutricionales, de los menores de cinco años; y

IV. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Notas:

1 Organización Mundial de la Salud.

2 Objetivos de Desarrollo del Milenio, ODM 4: Reducir en dos terce-
ras partes, entre 1990 y 2015, la mortalidad de los niños menores de
cinco años.

3 Objetivos de Desarrollo del Milenio, ODM 4: Reducir en dos terce-
ras partes, entre 1990 y 2015, la mortalidad de los niños menores de
cinco años.

4 Instituto Nacional de Estadística y Geografía, “Estadísticas a propó-
sito del Día del Niño”, datos nacionales, 2013.

5 Ibídem.

6 Rodríguez Hernández, G. J. Situación nutricional en México, docu-
mento presentado en el tercer foro del Grupo de Trabajo en Pobreza
Alimentaria de la CNDS, Nuevo León, México. http: //www.nl.gob.
mx/pics/pages/sdsocial_gtpobreza_base/salvadorzubiran.pdf, febrero
de 2013.

7 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales,
de 1966; http://www.cinu.org.mx/onu/documentos/pidesc.htm

8 Convención sobre los Derechos de los Niños, de 1989;
http://www2.ohchr.org/spanish/law/crc.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de
2014.— Diputada Cristina Olvera Barrios,  (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

COBERTURA NACIONAL DE LA ATENCION 
MEDICA PROPORCIONADA A LAS PACIENTES 

DURANTE EL EMBARAZO, EL PARTO 
Y EL PUERPERIO ESQUEMAS PARA EL

DIAGNOSTICO, EL CUIDADO, LA ATENCION 
Y EL TRATAMIENTO ESPECIALIZADOS 

DE SU SALUD MENTAL-EMOCIONAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la Ssa a integrar en la cobertura nacional de la atención mé-
dica proporcionada a las pacientes durante el embarazo, el
parto y el puerperio esquemas para el diagnóstico, el cui-
dado, la atención y el tratamiento especializados de su sa-
lud mental-emocional, a cargo de la diputada María del Ro-
cío Corona Nakamura, del Grupo Parlamentario del PRI

La suscrita, María del Rocío Corona Nakamura, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Insti-
tucional en la LXII Legislatura del Congreso de la Unión,
con fundamento en el artículo 79, numerales 1, fracción II,
y 2, fracciones III y IV, del Reglamento de la Cámara de
Diputados y demás disposiciones, somete a consideración
de esta asamblea proposición con punto de acuerdo, de ur-
gente u obvia resolución, para solicitar respetuosamente a
la Secretaría de Salud del gobierno federal que en la cober-
tura nacional de la atención médica brindada a las pacientes
durante el embarazo, el parto y el puerperio se integren es-
quemas para el diagnóstico, el cuidado, la atención y el tra-
tamiento especializado de la salud mental-emocional de las



mujeres durante el periodo requerido para garantizar su in-
tegridad, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En la actualidad, la atención de la salud de la mujer es un
tema imprescindible para el desarrollo de la sociedad en su
conjunto. El disfrute de nuevos roles y funciones anterior-
mente negados en el quehacer familiar, social, político,
económico y educativo, por mencionar algunos, ha amplia-
do la gama de oportunidades para nuestra proyección pla-
neada y deseada, pero a la par de ello lo ha hecho también
con las necesidades y riesgos a los que nos enfrentamos en
el día a día, situación que obliga en corresponsabilidad a la
sociedad y al Estado, a mantener permanentemente actua-
lizados los programas, planes y políticas de atención a las
mujeres en la búsqueda del equilibrio justo entre la supera-
ción y realización personal y la profesional.

Hay todavía un rezago institucional y cierto grado de des-
entendimiento social en la atención plena de nuestras de-
mandas, a pesar incluso de que cada vez más se dan casos
donde las mujeres asumimos la rectoría económica, con-
ducción y el eje del funcionamiento de la familia; es decir,
somos también eficientes jefas de familia.

Por ello, la atención integral de la salud de la mujer ha co-
brado especial relevancia y ha exigido poner atención no
solo en los aspectos físicos, sino también en los derivados
de la salud mental y en específico la emocional, para tener
la mayor posibilidad de adaptarnos ante los cambios a que
nos enfrentamos.

Un ejemplo que nos ilustra lo anterior es el incremento de
los casos clínicos de depresión y sus manifestaciones que
se dan tanto en hombres como mujeres, pero con la parti-
cularidad de que es en nosotras donde las repercusiones
pueden ser mayores y los efectos multiplicadores negativos
tienen mayor incidencia individual, e incluso, en el entor-
no en que nos desenvolvemos, ya sea familiar, social, la-
boral o educativo.

Tan recurrente es el tema en la actualidad que la Organiza-
ción Mundial de la Salud expone que la depresión se pre-
senta con más frecuencia en nuestros días y que somos las
mujeres quienes tenemos 30 por ciento más de probabili-
dad de padecerla.

Para el país, las estadísticas son similares. Baste mencionar
que en la década pasada, los trastornos derivados de la de-

presión se presentaron con una frecuencia de 1.5 veces ma-
yor en las mujeres en comparación con los datos que se
presentaron en los hombres.

No obstante, y pese a que es alarmante, este dato estadísti-
co corresponde a la depresión sufrida por el entorno y ex-
cluye un factor que poco se ha estudiado y reconocido, que
son los trastornos emocionales derivados del embarazo y
durante el periodo del puerperio.

Esta situación no es nueva y desafortunadamente se ha
convertido en algo así como un mito social que se identifi-
ca en las “cosas o inventos de mujeres”; sin embargo, es re-
al, existe y da señales claras de que seguir ignorándola se-
ría un error muy grave, porque no tenemos la capacidad de
adaptarnos como sociedad ni individuos a los nuevos re-
querimientos y nos estamos quedando marginados en la ta-
rea de ir compaginando nuestras necesidades en materia de
salud con las responsabilidades que estamos asumiendo.

De entrada, basta mencionar que empatar la maternidad
con los roles que ejercemos en la sociedad, nos expone a
padecer riesgos de manera doble como sería el caso del es-
trés o la depresión. Muestra de lo anterior se puede obser-
var en las estadísticas oficiales referentes a la salud mental
de la población mexicana, donde se indica que el periodo
de edad en que se presentan los cuadros de depresión y de-
terioro exponencial de la salud emocional en la mujer es
marcada entre los 30 y 35 años, edad, en la que las muje-
res nos encontramos generalmente en plenitud de posibili-
dades, tanto profesionales, como laborales, de participa-
ción en la toma de decisiones y ante la decisión de asumir
los roles propios de nuestra realización personal dentro del
entorno de las relaciones personales-familiares como la
maternidad.

Por ello, la atención específica y especializada de la salud
emocional de la mujer en toda las etapas de nuestro desa-
rrollo es fundamental y en especial en las etapas en que por
decisión propia contraemos la responsabilidad de ser ma-
dres, debido a que nos expone a cambios en nuestro papel
diario y a la necesidad de adaptarnos a transformaciones
que marcarán el desarrollo de nuestra vida para siempre.

Desafortunadamente, poco o casi nada se ha avanzado en
este tema en específico. La actual Ley General de Salud
asume la atención materno-infantil como obligación del
Estado y la delimita a la atención de aspectos físicos en el
embarazo, el parto y el puerperio, pero no reconoce los pa-
decimientos propios de la salud emocional durante este
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proceso y menos donde se da más, precisamente en la eta-
pa final frente al nuevo reto, el periodo identificado como
puerperio.

Definido generalmente como depresión postparto, el puer-
perio carece de la atención debida en los esquemas de sa-
lud y de la difusión correcta que permita su identificación
y posterior atención y tratamiento, posicionándolo única-
mente como un mito social que corresponde a un “invento
de nosotras, las mujeres”.

Sin embargo, el puerperio existe y se encuentra perfecta-
mente bien identificado, siendo considerado el periodo in-
mediato posterior al parto, con una duración que puede va-
riar entre 6 y 8 semanas; tiempo durante el cual, el cuerpo
de la mujer se recupera para quedar en las mismas condi-
ciones fisiológicas previas al embarazo.

Este periodo médicamente reconoce las condiciones físi-
cas, como procesos hormonales o las estrictamente consi-
deradas transiciones fisiológicas; excluyendo las alteracio-
nes de la salud mental, o bien, emocional de la mujer.

Los trastornos emocionales en el periodo del puerperio o
también llamada “depresión postparto” son trastornos que
se desarrollan en las mujeres que acaban de superar la eta-
pa del parto, con sintomatología y marcadas repercusiones
en la salud de la mujer y su entorno.

Este tipo de padecimiento se sabe que incide en al menos
dos de cada ocho mujeres en todo el planeta, pero estadís-
ticamente se ha registrado que presenta un mayor nivel de
incidencia en partos de adolescentes, es decir, antes de los
20 años; o bien, en las mujeres que pasan por este evento
después de los treinta años de edad.

Pese a que son pocos los estudios serios y profesionales en
la materia, se sabe que los primeros síntomas de esta afec-
ción a la salud emocional o bien periodo depresivo, apare-
cen alrededor de las 4 semanas posteriores al parto, pero
con un rango amplio que se extiende para su aparición in-
cluso hasta los 3 meses posteriores a la fecha del parto.

La duración es incierta porque este problema no se atiende
y se padece en silencio; sin embargo, se tienen registros de
una duración de entre seis meses y 18 meses; pero se ha sa-
bido de casos extraordinarios con una duración de más de
2 años.

Pese a lo anterior, se sabe que no obstante que cada emba-
razo en una misma mujer es diferente, existe la tendencia
de que después de sufrir este cuadro de deterioro emocio-
nal, la probabilidad de que se padezca en los subsecuentes
es mayor de 70 por ciento.

Para México, instituciones públicas en materia de salud ex-
ponen que al menos 40 por ciento de las mujeres que cur-
saron un embarazo y parto padecieron trastornos en su sa-
lud emocional moderados; es decir, presentaron cuadros
clínicos de depresión leves después del parto y más del 65
por ciento de este total de mujeres, lo callaron, ocultaron y
lo padecieron en el silencio que cobija el desentendimien-
to, la ignorancia sobre el tema y por ende, la falta de apo-
yo en el entorno familiar frente a este importante padeci-
miento, porque además, somos una sociedad que cataloga
a los trastornos emocionales como “episodios sentimenta-
listas” o bien para el caso en específico como algo “nor-
mal” en la mujer, ignorando por completo que existe una
relación estrecha entre las condiciones en las que tuvo
transcurso el embarazo, el entorno familiar, social y eco-
nómico, con la probabilidad de padecer este trastorno emo-
cional, la severidad o agravamiento de los síntomas, la du-
ración del cuadro y por último, la incidencia subsecuente
de sufrir afectaciones irreversibles emocional, mental y fí-
sicamente.

Ello nos exige atender el tema lo antes posible y una ma-
nera de iniciar en ello es reconociendo que este problema
existe y que tiene graves consecuencias, para estar en con-
diciones de identificarlo a tiempo, prevenirlo o bien tratar-
lo de manera especializada.

Por tanto, requerimos incluir este padecimiento en la co-
bertura de atención de salud materno-infantil garantizando
un diagnóstico profesional y posterior tratamiento especia-
lizado, a fin de evitar que se convierta en un trastorno con
afectaciones irreparablemente en la mujer, los hijos y su
entorno.

Experiencias al respecto en otros países que han asumido
la responsabilidad de atender este problema en su sociedad,
nos han mostrado que la realización de un seguimiento mé-
dico y tratamiento especializado en el tema disminuye el
número de síntomas y la prevalencia de éstos, garantizan-
do la pronta superación del trastorno emocional y redu-
ciendo significativamente o caso por completo las afecta-
ciones posteriores tanto físicas para la mujer como también
sociales.



Finalmente, debemos aceptar que los trastornos en la salud
emocional de las mujeres después del parto y durante el pe-
riodo comprendido como puerperio son padecimientos re-
ales, frecuentes, preocupantes y, sobre todo, tratables.

Es un asunto que afecta exponencialmente la salud de las
mujeres en el país y requiere por esta soberanía la debida
atención del problema.

Por lo expuesto se somete a consideración del pleno de la
Cámara de Diputados, con carácter de urgente resolución,
el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a la Secretaría de Salud a integrar en la cobertura nacional
de la atención médica brindada a las pacientes durante el
embarazo, el parto y el puerperio esquemas para el diag-
nóstico, el cuidado, la atención y el tratamiento especiali-
zado de la salud mental-emocional de las mujeres durante
el periodo requerido para garantizar su integridad.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
13 de febrero de 2014.— Diputada María del Rocío Corona Nakamu-
ra (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

DIFUNDIR LAS ACCIONES CONCRETAS POR 
LLEVAR A CABO PARA INCORPORAR EN LA

BASE TRIBUTARIA EL COMERCIO INFORMAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal a difundir las acciones concretas por
llevar a cabo para incorporar en la base tributaria el co-
mercio informal, a cargo de la diputada Elizabeth Vargas
Martín del Campo, del Grupo Parlamentario del PAN

La que suscribe, Elizabeth Vargas Martín del Campo, dipu-
tada a la LXII legislatura por Guanajuato e integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79,
numeral 2, y demás relativos y aplicables del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de esta soberanía proposición con punto de acuerdo

por el que se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal
a informar a la opinión pública sobre las acciones concre-
tas que se llevarán a cabo para incorporar el comercio in-
formal en la base tributaria.

Consideraciones

El término informalidad fue utilizado por primera vez en
1971 por Keit Hart en un estudio sobre la ocupación en el
medio urbano de Ghana, donde empleó la noción oportu-
nidades informales de ingreso para referirse al empleo por
cuenta propia. Con ello trataba de explicar los problemas
del creciente desempleo existente en países de África y
Asia que condujo a nuevas formas de autoempleo, las que
poco a poco fueron creciendo después en ciudades y países
latinoamericanos y del primer mundo.

En los últimos años, la economía informal en México ha
ido en aumento. De acuerdo con el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), México cuenta con una po-
blación total de 115 millones 639 mil 915 habitantes. De
ellos, la población económicamente activa (PEA) equivale
a 50 millones 693 mil 306 personas. De ellas, la población
ocupada es de 48 millones 203 mil 851 y la población des-
ocupada es de 2 millones 489 mil 455. Asimismo, según ci-
fras reportadas por el Inegi, de los 50 millones 693 mil 915
personas de la PEA, 28 millones 867 mil 37 trabajan en la
informalidad; esto representa casi 57 por ciento de las per-
sonas económicamente activas.1

Los trabajadores ocupados en esquemas de informalidad,
se reconocen como laboralmente vulnerables, debido a la
naturaleza de la unidad económica para la que trabajan,
con aquellos cuyo vínculo o dependencia laboral no es re-
conocido por su fuente de trabajo.

Respecto a los principales resultados de la Encuesta Na-
cional de Ocupación y Empleo2 para julio de 2013, el In-
egi señaló que 60.01 por ciento de la población de 14 años
y más en el país es económicamente activo.

El Inegi añadió que la población ocupada alcanzó 94.88
por ciento de la PEA en el séptimo mes del año. De los ocu-
pados, 66.4 opera como trabajador subordinado y remune-
rado ocupando una plaza o puesto de trabajo, 4.2 es patrón
o empleador, 23 trabaja de manera independiente o por su
cuenta sin contratar empleados y finalmente 6.4 se desem-
peña en los negocios o en las parcelas familiares, contribu-
yendo de manera directa a los procesos productivos pero
sin un acuerdo de remuneración monetaria.
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En el ámbito urbano de alta densidad de población, forma-
do por 32 ciudades de más de 100 mil habitantes, el traba-
jo subordinado y remunerado representó 73.5 por ciento de
la ocupación total, es decir 7.1 puntos porcentuales más
que a escala nacional.

Este punto de partida responde a la manera en que apareció
una forma de trabajo que se caracteriza por ser precario y
poco productivo, que pudo seguir trayectorias específicas
en cada país, pero en términos históricos parece ser el que
más pudiera abarcar las condiciones de los países atrasados
en el siglo XX que cambiaron su vida rural por una urbana
acompañado del incremento del sector informal.3

Los primeros estudios para captar al sector informal en
México los realizó la Secretaria del Trabajo y Previsión So-
cial, en colaboración con el Programa de Naciones Unidas
para el Desarrollo y la Organización Internacional del Tra-
bajo con el propósito de formular una política dirigida ha-
cia dicho sector.

Por lo anterior, recientemente ha surgido un interesante
punto de vista para analizar el fenómeno de la informalidad
en el país, cuyo elemento novedoso es relacionar la políti-
ca social con la económica y con base en esto indagar acer-
ca del origen del rápido crecimiento del empleo informal.

Las personas que se encuentran en el sector informal tienen
una relación de trabajo no sujeta a la legislación laboral na-
cional, al impuesto sobre la renta, a la protección social o a
determinadas prestaciones relacionadas con el empleo.

Así, la economía informal está asociada con un menor rit-
mo de crecimiento del producto interno bruto (PIB), con
bajos niveles de inversión, capital humano y productividad
y, lo que es muy importante, con generación de empleos de
baja calidad, con salarios reducidos y sin prestaciones so-
ciales.

De ahí que generalmente la economía informal esté asocia-
da al ambulantaje y a sus efectos negativos para el comer-
cio establecido, la recaudación fiscal y el comercio interno.
Sin embargo, es un fenómeno nocivo mucho más comple-
jo con incidencia en actividades económicas muy diversas
como la industria manufacturera, el comercio y los servi-
cios, con gran heterogeneidad de los agentes involucrados,
por ejemplo, en las formas que adquieren las actividades
que ejercen y en sus niveles de ingreso. Por ello, la econo-
mía informal es más una opción de sobrevivencia que de
superación de la pobreza.

De esta manera, el desarrollo de la economía de México se
ha visto fuertemente limitada por la presencia de monopo-
lios y el crecimiento del comercio informal, según señalan
estudios realizados por el Banco Mundial (BM) y la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos
(OCDE).

De acuerdo con el Informe sobre el desarrollo mundial
2013: empleos, presentado por el BM, la cantidad de per-
sonas que se integran al mercado laboral en el sector infor-
mal es muy alta para el grado de desarrollo económico que
tiene el país, indicando que los cambios en la legislación
del trabajo y en materia tributaria podrían reducir los índi-
ces de informalidad.

Según cálculos del BM, entre 50 y 62 por ciento de la po-
blación se encuentra ocupada en la informalidad, por lo
que hace un llamado a flexibilizar las condiciones del mer-
cado laboral a través de medidas más accesibles en materia
fiscal y extender el acceso a condiciones de bienestar como
educación y salud.4

En el entendido de que en México coexisten programas de
seguridad social y de protección social, donde los primeros
son aquellos que proporcionan derechos derivados de una
relación contractual de tipo obrero-patronal, por ejemplo,
indemnizaciones por despidos, servicios médicos, guarde-
rías, créditos de vivienda, pensiones de retiro, seguros por
invalidez y riegos de trabajo, entre otros.

Mientras, los programas de protección social surgen como
reto para cubrir a las personas que no se encuentran labo-
rando bajo formas asalariadas, que no están asegurados
contra riesgos y que no tienen cubiertos, principalmente,
servicios de salud, créditos de vivienda y pensiones no
contributivas.

Por lo anterior, algunos de los factores que deben tomarse
en cuenta son los siguientes:

1. Evitar un mayor empobrecimiento de las familias con
menores recursos.

2. Generar demanda agregada en la economía, es decir,
los bienes de la economía informal, generalmente más
baratos, aunque de menor calidad, atenúan los efectos
depresivos de la crisis por la disminución de los ingre-
sos y capacidad de compra.



3. La demanda de inversión de las empresas es menor
que la generada si estos empleos se crearan en el sector
formal.

4. El sector informal se asocia con la baja innovación
tecnológica.

5. Genera condiciones precarias de ocupación, bajos sa-
larios y baja cobertura de seguridad social y prestacio-
nes, lo cual genera una situación de vulnerabilidad de
los trabajadores en el sector.

6. Complica el monitoreo de formas de explotación de
los trabajadores, por ejemplo, trabajos forzosos, trabajo
infantil, entre otros.

7. Propicia el establecimiento de prácticas ilegales.

8. Dificulta la identificación de origen ilegal y piratería.

9. Disminuir gradualmente la informalidad y aumentar
la recaudación.

10. Facilitar su incorporación a la formalidad para acce-
der a beneficios. 

Por consiguiente considero que debemos trabajar en con-
junto de manera urgente en las políticas públicas que for-
talezcan los marcos jurídicos actuales, tanto en materia fe-
deral, estatal y municipal, para alcanzar el objetivo de
integrar el comercio irregular a la formalidad de manera
gradual.

Para ello también debemos facilitar el acceso a beneficios
tales como: créditos bancarios, seguridad social, créditos
para vivienda, guarderías que derive en el desarrollo y cre-
cimiento económico del país, así como la generación de
empleos que, en conjunto, mejorará la calidad de vida de
los ciudadanos.

De lograrse esas acciones, el PIB nacional se multiplicaría
2.2 veces, según estudios de la OCDE, porque si bien no
hay cálculos precisos de la economía informal en México,
se estima que equivale de 30 a 50 por ciento del PIB.5

Finalmente, cabe destacar que el punto de vista, para la
atención que requiere la economía informal es compartido
por el propio gobierno federal, siendo el mensaje expresa-
do por el secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio
Chong,6 cuando señaló que la prevención y combate a la

economía informal impulsará mejores condiciones para un
México próspero, de mayor desarrollo y permitirá alcanzar
un México en paz.

Añadió que se enmarca entre los ejes planteados en el Plan
Nacional de Desarrollo (pero no se mencionan los cómos).

Igualmente, el secretario de Economía, manifiesta que el
proyecto de reforma hacendaria del gobierno federal per-
mitirá un combate efectivo a la informalidad, al afirmar
que los dos tercios de la economía mexicana que se en-
cuentran en ella se incorporen a la formalidad, lo cual se re-
alizaría mediante el esquema de incorporación con cero
impuestos en el primer año y una progresividad en cinco
años. “Se busca justamente que los dos tercios de la eco-
nomía mexicana que están en la informalidad, eventual-
mente, se incorporen”.

Sin embargo, consideramos que estos argumentos no son lo
suficientemente atractivos, debemos buscar mecanismos
que alienten a los comerciantes para que se anexen al ám-
bito de la formalidad.

Adicionalmente, el sector privado mencionó a través del
Consejo Coordinador Empresarial, el planteamiento para la
creación de una cruzada nacional contra la informalidad,
aludiendo que puede articular la productividad esperada
por las reformas estructurales.

Manifiesto por ello la firme intención de que el Poder Le-
gislativo se sume a las voces expresadas en la relevancia de
afrontar el problema multifactorial de la economía infor-
mal en un esquema de “ganar-ganar”, para integrarse en el
sector formal.

Por lo expuesto se somete a consideración de esta sobera-
nía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal a
informar a la opinión pública sobre las acciones concretas
que se llevarán a cabo para incorporar el comercio informal
en la base tributaria.

Notas:

1 http://www.inegi.org.mx/sistemas/tabuladosbasicos/tabtema.
aspx?s=est&c=32519
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2 Documento disponible en http://www.inegi.org.mx/inegi/conteni-
dos/espanol/prensa/comunicados/ocupbol.pdf 

3 http://www.inegi.org.mx/prod_serv/contenidos/espanol/bvinegi/pro-
ductos/metodologias/enamin/enamin2010/enamin2010.pdf

4 http://mx.ibtimes.com/articles/28250/20121002/desarrollo-econo-
mia-mexico-analisi-bm-ocde.htm

5 Este contenido ha sido publicado originalmente por Sinembargo.mx,
en la siguiente dirección: http://www.sinembargo.mx/11-03-
2013/556033. 

6 Durante la reunión de la Comisión Intersecretarial para la Prevención
y Combate a la Economía Ilegal, en julio de 2013.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, el 13 de febrero de
2014.— Diputada Elizabeth Vargas Martín del Campo (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

INSTRUIR AL COMITE TECNICO DEL FONADIN
SOBRE LA DELIMITACION DE LAS 

MODALIDADES DE FINANCIAMIENTO PARA
OTORGAR APOYOS RECUPERABLES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la SHCP a atender de inmediato las propuestas de la ASF
contenidas en el Informe del Resultado de la Fiscalización
de la Cuenta Pública de 2011 a fin de instruir al Comité
Técnico del Fonadin sobre la delimitación de las modali-
dades de financiamiento para otorgar apoyos recuperables,
suscrita por los diputados José Luis Muñoz Soria, Javier
Orihuela García y Roberto López Rosado, del Grupo Par-
lamentario del PRD

Los que suscriben, José Luis Muñoz Soria, Javier Orihue-
la García y Roberto López Rosado, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolución Democrática de la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del Honorable
Congreso de la Unión, de conformidad con lo dispuesto en
el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción
I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos
a consideración de esta asamblea la siguiente proposición
con punto de acuerdo, con base en las siguientes:

Antecedentes y Consideraciones

1. El 7 de febrero de 2008 mediante un decreto presiden-
cial, se ordeno al Banco Nacional de Obras y Servicios Pú-
blicos, modificar el Fideicomiso de Apoyo para el Rescate
de Autopistas Concesionadas (FARAC) para transformarse
en un nuevo Fideicomiso llamado Fideicomiso Fondo Na-
cional de Infraestructura (Fonadin), en el proceso se tras-
mitirían los fines, el patrimonio, y proyectos del FARAC al
Fonadin, para que en su oportunidad el primero se extin-
guiera. 

2. El objeto y el fin del Fonadin es promover y fomentar la
participación de los sectores, público, privado y social en
el desarrollo de infraestructura y sus servicios públicos,
mediante la realización de inversiones y el otorgamiento de
apoyos recuperables y en su caso, a través de la contrata-
ción de garantías a proyectos financieramente viables, así
como apoyos no recuperables a proyectos rentables social-
mente. 

3. Las principales actividades del Fonadin son otorgar cré-
ditos subordinados1 y/o convertibles, garantía y aportacio-
nes de capital, de manera que se impulse la participación
del sector privado y social en la infraestructura; apoyar con
garantías la participación de las empresas constructoras
mexicanas  en las licitaciones de proyectos; movilizar el
capital privado hacia el financiamiento de proyectos de in-
fraestructura; fortalecer la infraestructura del gobierno fe-
deral, los estados y municipios para una adecuada presta-
ción de servicios públicos; entre otras. 

4. El Fonadin dispone de Banobras2 en su carácter de agen-
te financiero y mandatario del Gobierno Federal fungirá co-
mo el fideicomitente y el mismo Banobras en su carácter de
institución fiduciaria sería el fiduciario del fideicomiso.3

5. Cuenta con un Comité Técnico, el cual tiene las faculta-
des de establecer las políticas generales y definir las prio-
ridades para el cumplimiento del objeto y fines del fideico-
miso, así como aprobar y en su caso modificar las reglas de
operación del fideicomiso, en las cuales se establecen las
políticas y los lineamientos a que deberán sujetarse los sub-
comités de trabajo que constituya, así como al propio fidu-
ciario para la toma de decisiones. 

6. La Auditoria Superior de la Federación (ASF) en el In-
forme del Resultado de la Fiscalización Superior de la
Cuenta Pública 2011 presenta los resultados de la auditoría
11-2-06G1C-02-0128, los datos que se desprenden de esta



auditoría reflejan que el Fideicomiso Fondo Nacional de
Infraestructura, no cumplió con las disposiciones normati-
vas aplicables; ya que en julio del 2011 el Fonadin otorgó
al Fondo Nacional de Fomento al Turismo (Fonatur) un
apoyo recuperable por 1 817.06 millones de pesos, bajo la
modalidad de crédito simple para liquidar el crédito de
Asociación en Participación y los intereses generados has-
ta ese momento para realizar el Proyecto Centro Integral-
mente Planeado (CIP) Costa del Pacifico; sin embargo en
las reglas de operación del Fonadin no se tiene previsto
el otorgamiento de recursos bajo esta modalidad. De
conformidad con el numeral 3.3 de las Reglas de operación
del Fonadin 

“Apoyos recuperables.- recursos que otorgue el fideicomi-
so bajo las modalidades de Financiamiento que autorice su
Comité Técnico y que tengan una fuente de recuperación,
entre las cuales podrán estar las siguientes: Financiamien-
to a los gobiernos estatales y municipales para la realiza-
ción de estudios y contratación de Asesorías; garantías de
crédito, bursátiles, de desempeño y de riesgo político, para
financiar las inversiones de los Proyectos de Infraestructu-
ra; aportaciones de capital y Créditos Subordinados y/o
Convertibles a las Empresas Beneficiarias de los Proyectos
de Infraestructura y fondos de inversión.”     

7. Derivado de la auditoría, la ASF hace una recomenda-
ción puntual a la Secretaria de Hacienda y Crédito Público
que en su carácter de fideicomitente único de la adminis-
tración pública centralizada del Fideicomiso Fondo Nacio-
nal de Infraestructura, en el ámbito de sus atribuciones ins-
truya al Comité Técnico para que delimite en sus reglas de
operación las modalidades de financiamientos para el otor-
gamiento de apoyos recuperables; derivado del caso de Fo-
natur mencionado en el numeral 6 de este documento.

8. Es preciso que en tanto la SHCP instruya al Comité para
modificar las reglas de operación, este proporcione solucio-
nes a las deficiencias señaladas por la auditoria y modifique
las reglas de operación del Fonadin en relación al tema de
los apoyos recuperables, para que se establezcan de forma
clara y concisa todos los tipos de crédito que otorga.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración del pleno

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al titular de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público Luis Videgaray Ca-

so a dar atención inmediata a las propuestas de la Audito-
ria Superior de la Federación contenidas en su Informe del
Resultado de la Fiscalización de la Cuenta Pública de 2011,
para instruir al Comité Técnico del Fonadin en relación a
la  “delimitación de las modalidades de financiamientos
para otorgar apoyos recuperables”, derivado del crédito
simple que concedió a Fonatur por 1 817.06 millones de
pesos. Asimismo haga del conocimiento público las accio-
nes llevadas a cabo para atender las propuestas.

Notas:

1 Aquellos que por su propia naturaleza subjetiva de los titulares, ad-
quieren en la práctica un especial protagonismo; es decir, créditos de
las personas especialmente relacionadas con el deudor.

2 El Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos es una institución
de banca de desarrollo que se tipifica como empresa pública con parti-
cipación estatal mayoritaria, cuenta con personalidad jurídica y patri-
monios propios. Su objeto es financiar o refinanciar proyectos de in-
versión pública o privada en infraestructura y servicios públicos, así
como coadyuvar el fortalecimiento institucional de los gobiernos fede-
ral, estatal, municipal y el Distrito Federal.  

3 Informe del Resultado de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pú-
blica de 2011.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Dipu-
tado José Luis Muñoz Soria (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen. 

COMISION ESPECIAL PARA EL SEGUIMIENTO 
DE LOS PROGRAMAS SOCIALES 

DESTINADOS A LOS ADULTOS MAYORES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita la
creación de una comisión especial para el seguimiento de
los programas sociales destinados a los adultos mayores, a
cargo de la diputada María del Rosario de Fátima Pariente
Gavito, del Grupo Parlamentario del PVEM

La suscrita, María del Rosario de Fátima Pariente Gavito,
diputada a la LXII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México, con fundamento en lo dis-
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puesto en el artículo 8o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, el artículo 6, fracción I y el ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción III,
ambos del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración del pleno de esta soberanía, la presente
proposición con punto de acuerdo al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La composición de la sociedad en nuestro país ha experi-
mentado cambios importantes en las últimas décadas, de
manera tal que el envejecimiento de la población se está
haciendo cada vez más evidente. Si bien México es hoy
una nación mayoritariamente joven, en un futuro no muy
lejano dejará de serlo y se convertirá en una sociedad en la
cual predominen las personas adultas mayores.

De acuerdo con estimaciones del Consejo Nacional de Po-
blación (Conapo), en el año 2010 residían en México 10
millones de personas de 60 años o más, lo cual representa-
ba 9 por ciento de la población, sin embargo, para el año
2050 se proyecta que los adultos mayores en nuestro país
alcancen la cifra de 33.8 millones.

Lo anterior supone el surgimiento de nuevos desafíos que
tanto la sociedad como los individuos, las familias y las
instituciones públicas habrán de enfrentar como conse-
cuencia del envejecimiento de la población en México,
proceso que, por un lado, implica una mayor demanda de
servicios de salud, debido a que en este grupo de edad se
presentan las mayores tasas de morbilidad y necesidades de
atención médica de todos los segmentos poblacionales, y
por otro, al ser los adultos mayores un grupo que se en-
cuentra en situación de vulnerabilidad y que por tanto re-
quiere del apoyo del estado, exige destinar una mayor can-
tidad de recursos para garantizar su protección social y
fomentar su desarrollo personal.

Resulta pues impostergable emprender acciones para al-
canzar el reconocimiento pleno y el ejercicio efectivo de
los derechos de los adultos mayores, lo cual incluye un
cambio en el modelo de atención, tanto en el ámbito de los
servicios de salud como en el de la asistencia social, que
mejore la calidad de vida de las personas que transitan o
transitarán en el futuro por esta etapa.

En los últimos años, el Estado mexicano ha implementado
acciones coordinadas, traducidas en leyes, políticas públi-
cas y programas, orientadas a proteger más efectivamente

los derechos de los adultos mayores y a impulsar la digni-
ficación y el mejoramiento de las condiciones en las que
actualmente viven.

Como ejemplo de lo anterior puede citarse, en el ámbito le-
gislativo, la expedición de la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores, publicada en junio de 2002,
cuyo objeto es obligar al estado a garantizar el pleno ejer-
cicio de los derechos de quienes se encuentran en esta con-
dición.

Por su parte, en lo que refiere al ámbito del Poder Ejecuti-
vo, puede mencionarse el establecimiento del programa 70
y Más (creado en 2007 y que con el objeto de ampliar su
cobertura fue transformado durante la presente administra-
ción en el programa 65 y Más), el cual consiste en otorgar
transferencias monetarias para mejorar los ingresos de los
adultos mayores que no cuentan con una pensión contribu-
tiva y no se encuentran inscritos en alguna institución de
seguridad pública.

Lamentablemente, pese a los esfuerzos que el estado ha
emprendido para apoyar a los adultos mayores, un amplio
número de personas de la tercera edad se encuentran toda-
vía en condiciones de alta vulnerabilidad, pues tienen que
hacer frente a problemas como enfermedades, pobreza y
desempleo sin ningún tipo de soporte estatal o protección
social.

En virtud de lo anterior, resulta evidente que aún resta mu-
cho por hacer en cuanto a atender adecuadamente a los
adultos mayores para cumplir con demandas tales como:

• Garantizar a todos los adultos mayores un entorno de
vida digno y decoroso;

• Garantizar que todos los adultos mayores sean tratados
con respeto y de modo igualitario por parte de los demás
miembros de la sociedad;

• Garantizar que todos los adultos mayores tengan acce-
so a una adecuada atención de sus necesidades de ali-
mentación y salud;

• Brindar a los adultos mayores más oportunidades de
empleo, así como capacitación y financiamiento de pro-
yectos productivos como opción para autoemplearse,
promoviendo con ello su participación plena en la vida
económica y social de la nación.



Por otra parte, derivado de las evaluaciones de los progra-
mas sociales que realiza periódicamente el Consejo Nacio-
nal para la Evaluación de la Política de Desarrollo (Cone-
val), no se puede soslayar que algunos de éstos llegan a
presentar algunas deficiencias tales como incumplimiento
en los plazos previstos para la entrega de los recursos, pa-
drones de beneficiarios no actualizados, gastos administra-
tivos que en ocasiones resultan excesivos, o bien, poca cla-
ridad en las reglas de operación.

Lo anterior provoca que los programas sociales del gobier-
no no funcionen de manera correcta, situación que impide
que los destinatarios aprovechen de manera integral los be-
neficios que se brindan, o bien, que el programa beneficie
a un número más amplio de personas.

Para ayudar a corregir las fallas que presentan los progra-
mas sociales del gobierno y garantizar que los recursos de
los mismos sean ejercidos adecuadamente de manera tal
que cumplan efectivamente con su cometido, se requiere
de la participación decidida del Poder Legislativo cuyo tra-
bajo puede llegar a ser fundamental para incrementar, me-
jorar y potencializar la oferta de servicios que otorga el es-
tado, en este caso a las personas adultas mayores.

Si bien es cierto que tanto la Cámara de Diputados como el
Senado de la República cuentan con Comisiones de Aten-
ción a Grupos Vulnerables, consideramos que dada la im-
portancia del tema resulta necesaria la creación de una co-
misión especial cuya finalidad sea trabajar para que la
legislación aplicable sea suficiente y adecuada, para el
buen funcionamiento de los programas sociales del ámbito
federal destinados a mejorar las condiciones de vida de los
adultos mayores en nuestro país.

En virtud de lo aquí expuesto someto a consideración de
esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Junta de Coordinación Política de
la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados para que
con fundamento en los artículos 34, incisos b) y c), y 42 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos determine y someta a consideración del
pleno la creación de la Comisión Especial para el segui-
miento de los programas sociales destinados a los adultos
mayores.

Segundo. La Comisión Especial para el seguimiento de los
programas sociales destinados a los adultos mayores tendrá
por objeto:

a) Fortalecer a través de la acción legislativa el marco
jurídico de protección a los derechos de los adultos ma-
yores en México;

b) Velar en todo momento para que la legislación apli-
cable sea suficiente y adecuada para el buen funciona-
miento de los programas sociales del ámbito federal
destinados a mejorar las condiciones de vida de los
adultos mayores en nuestro país; y

c) Promover el desarrollo de una cultura nacional de re-
conocimiento y respeto a los derechos y a la dignidad de
los adultos mayores.

Tercero. La Comisión Especial para el seguimiento de los
programas sociales destinados a los adultos mayores se in-
tegrará con el número de diputados y diputadas que deter-
mine la Junta de Coordinación Política en forma propor-
cional a la representación de cada una de las fracciones
parlamentarias representadas en la Cámara de Diputados.

Cuarto. La Comisión Especial de seguimiento de los pro-
gramas sociales destinados a los adultos mayores contará
con los recursos humanos, materiales, técnicos y financie-
ros necesarios para la realización de su funcionamiento, de
conformidad con la normatividad aplicable a la Cámara de
Diputados.

Quinto. La Comisión Especial para el seguimiento de los
programas sociales destinados a los adultos mayores fun-
cionará durante el tiempo que dure la LXII Legislatura, no
rebasando su término.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Diputa-
dos: María del Rosario de Fátima Pariente Gavito, Arturo Escobar y
Vega, Manlio Fabio Beltrones Rivera, Luis Alberto Villarreal García,
Silvano Aureoles Conejo, Ricardo Monreal Ávila, Alberto Anaya Gu-
tiérrez, María Sanjuana Cerda Franco (rúbricas).»

Se turna a la Junta de Coordinación Política, para su
atención. 
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ACTUALIZACION DE LAS ENCUESTAS 
UTILIZADAS POR EL INEGI Y EL CONEVAL

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la actualiza-
ción de las encuestas utilizadas por el Inegi y el Coneval, a
cargo de la diputada Aída Fabiola Valencia Ramírez, del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

Aída Fabiola Valencia Ramírez, integrante de la LXII Le-
gislatura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dis-
puesto en los artículos 6, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta ante esta honorable asamblea punto de acuerdo al
tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

“Las encuestas son como los perfumes franceses: Muy
agradables cuando los hueles, pero muy amargos si te
los tragas”.1

La necesidad del ser humano por saber frecuentemente lo
que piensan los demás sobre algún tema o actividad, ha te-
nido como resultado la creación de una de las herramientas
más importantes para lograr un mayor acopio de informa-
ción, la encuesta. 

Esta técnica de investigación de campo suele utilizarse co-
mo una alternativa a las restricciones que presentan otras
fuentes de información, como la observación y los métodos
estadísticos cuantitativos. 

Las encuestas no tan sólo arrojan datos duros sobre el ob-
jeto de estudio; por lo contrario, expresan el pensar y sen-
tir de un colectivo social a través de mensajes cotidianos,
por lo que resultan una de las herramientas de mayor utili-
dad en la recaudación de conocimiento. 

Entre las principales ventajas que este instrumento presen-
ta, destacan:2 que no se necesitan personas preparadas pa-
ra reunir las réplicas, se pueden acotar distancias al enviar
el cuestionario por correo, se permite que las respuestas se-
an meditadas y el entrevistado cuenta con libertad de ex-
presión al no ser coaccionado por el entrevistador. 

No obstante, debemos mencionar que este método también
cuenta con desventajas, entre las que se encuentran: las res-
puestas dependen de la situación anímica del encuestado,

sólo es adecuado para determinadas personas, las pregun-
tas pueden ser obsoletas y los cuestionarios suelen tener di-
ficultades para reflejar la realidad tal y como es, creando
sesgos y vicios en la información obtenida. 

Lo anterior resulta de suma gravedad, principalmente en
aquéllas situaciones en las que se utiliza el conocimiento
recabado para la implementación de políticas públicas o
para el análisis de programas específicos; tal es el caso del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi), el
cual se vale de los datos recabados en las encuestas, para
hacer inferencia estadística de la situación del país. 

El Censo de Población y Vivienda de 2010 realizado por di-
cho organismo, utiliza como “instrumentos de captación”,
dentro de los aspectos metodológicos, estos cuestionarios:
básico, ampliado, de localidad y de entorno urbano.3

Aunado a lo previo, el Inegi desarrolla los censos tomando
en cuenta las siguientes bases metodológicas: las unidades
de observación son los residentes mexicanos y sus vivien-
das; el tipo de levantamiento es de derecho o de jure; el in-
formante debe ser el jefe o jefa de familia o un habitante de
la residencia de más de 15 años de edad; la entrevista es di-
recta, aunque en algunos casos se posibilita que ésta se rea-
lice por teléfono o por internet y se instrumentan “operativos
especiales” para identificar y recabar la información de la
población que vive en alojamientos colectivos por razones
de trabajo, educación, salud, seguridad u otros motivos.

Aún cuando el contenido conceptual se basa en: la revisión
crítica de conceptos; las necesidades planteadas por los
usuarios de la información para poder evaluar programas;
los factores demográficos, sociales y políticos; los compro-
misos asumidos por el Estado mexicano en cumbres inter-
nacionales y las recomendaciones de la ONU; debemos
mencionar que los cuestionarios aplicados no reflejan la re-
alidad en la que viven los ciudadanos de nuestra nación. 

Entre las preguntas que vale la pena revisar y modernizar,
debido a que no revelan directamente el poder adquisitivo de
una familia, destacan: ¿De qué material es la mayor parte del
piso de esta vivienda? ¿Cuántos cuartos se usan para dormir
sin contar pasillos? ¿En esta vivienda tienen: radio, televisor,
refrigerador, lavadora, automóvil, computadora, internet?
¿Cuántos días a la semana les llega el agua? ¿De qué ma-
terial es la mayor parte de las paredes o muros de esta vi-
vienda? ¿Cuántos focos tiene esta vivienda? ¿La basura de
esta vivienda la recoge un camión o carrito de basura?



Lamentablemente, el problema expuesto no es exclusivo
del Inegi, ya que existen otros organismos como el Conse-
jo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo So-
cial (Coneval), donde las preguntas realizadas resultan in-
suficientes ante la situación que se desea describir. 

En las Encuestas de Umbrales Multidimensionales de Po-
breza (EDUMP), observamos preguntas que tienden a ma-
linterpretaciones y sesgos de información como, por ejem-
plo: ¿Prestó algún servicio a cambio de un pago? (cortar el
cabello, dar clases, lavar ropa ajena) ¿Habitualmente qué
hacen con la basura? ¿De dónde obtiene la luz eléctrica? y
¿Este hogar cuenta con cafetera eléctrica, sandwichera
eléctrica, horno de microondas, ventilador, aparato de aire
acondicionado, aparato de calefacción o calefactor?4

La misión del Inegi estipula que dicho instituto busca “co-
ordinar y armonizar la generación y administración de in-
formación geográfica de interés nacional de calidad acorde
a la normatividad establecida por el Sistema Nacional de
Información Estadística y Geográfica, conservar y promo-
ver su disponibilidad para brindar el Servicio Público de
Información.”5

Por su parte, el Coneval persigue como meta “medir la po-
breza y evaluar los Programas y la Política de Desarrollo
Social para mejorar sus resultados y apoyar la rendición de
cuentas”.

Las tareas encomendadas a dichos organismos representan
una actividad toral para contar con información precisa que
permita la mejor evaluación posible del desempeño de
nuestro país; por lo que para conseguir los objetivos ex-
puestos, la constante actualización y mejora de los instru-
mentos metodológicos implementados, no sólo es desea-
ble, sino necesaria. 

El primer paso para resolver un problema consiste en tener
el mayor conocimiento posible que nos permita identificar-
lo y atacarlo de manera eficaz, es por esto que la informa-
ción es poder.

Reconociendo que sólo lo que se mide se puede mejorar,6
consideramos que es nuestra obligación perfeccionar día
con día las herramientas utilizadas para retratar la realidad
de nuestro país, sólo así ésta será fiel a la situación actual,
sólo así podremos saber en que escenario nos encontramos,
sólo así dejaremos de implementar políticas y programas a
ciegas. 

Por lo anteriormente expuesto, proponemos los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta al presidente del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), Eduardo Sojo Garza Alda-
pe, a realizar una revisión de los aspectos metodológicos
empleados en la elaboración de los censos y encuestas a su
cargo, con el afán de modernizarlos, mejorarlos y armoni-
zarlos con las condiciones en las que habitan los ciudada-
nos mexicanos. 

Segundo. Se exhorta al secretario ejecutivo del Consejo
Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social
(Coneval), Gonzalo Hernández Licona, a revisar la meto-
dología empleada en la elaboración de los documentos so-
bre la medición de la pobreza realizados por el organismo
que coordina, con el afán de modernizarlos, mejorarlos y
armonizarlos con las condiciones en las que habitan los
ciudadanos mexicanos. 

Tercero. Se exhorta al presidente del Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (Inegi), Eduardo Sojo Garza Alda-
pe, a establecer mesas de trabajo con analistas, expertos,
catedráticos y miembros de la sociedad civil, que permitan
enriquecer los aspectos metodológicos empleados en la
elaboración de los censos y encuestas a su cargo.

Cuarto. Se exhorta al secretario ejecutivo del Consejo Na-
cional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social
(Coneval), Gonzalo Hernández Licona, a establecer mesas
de trabajo con analistas, expertos, catedráticos y miembros
de la sociedad civil, que permitan enriquecer la metodolo-
gía empleada en la elaboración de los documentos sobre
la medición de la pobreza realizados por el organismo que
coordina.

Notas:

1 Shimon Peres

2 Kerlinger y Lee (2002)

3 http://www.censo2010.org.mx/

4 http://www.coneval.gob.mx/rw/resource/coneval/med_pobreza/
Cuestionario_Hogar_tipo_A.pdf

5 http://www.inegi.org.mx/geo/contenidos/rnig/mision.aspx

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Segundo Periodo, 13 de febrero de 2014 / Anexo29



Año II, Segundo Periodo, 13 de febrero de 2014 / Anexo Diario de los Debates de la Cámara de Diputados30

6 http://www.coneval.gob.mx/Medicion/Paginas/Medici%C3%B3n/
Pobreza%202012/Resumen_ejecutivo.aspx

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de
2014.— (Rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

REVISAR LA NORMATIVA ATINENTE 
AL DESARROLLO DE LOS PROGRAMAS 

DE APOYO A LOS ADULTOS MAYORES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al Ejecutivo federal, y a los gobiernos estatales y del Dis-
trito Federal a revisar la normativa atinente al desarrollo de
los programas de apoyo a los adultos mayores, a cargo del
diputado José Angelino Caamal Mena, del Grupo Parla-
mentario de Nueva Alianza

El suscrito, diputado José Angelino Caamal Mena, inte-
grante de la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, miembro del Grupo Parlamentario Nueva Alianza,
con fundamento en el artículo 6, numeral 1, fracción I, y ar-
tículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción III,
del Reglamento de la Cámara de Diputados, me permito
presentar ante esta soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo; al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Atender el bienestar de los adultos mayores, garantizar el
pleno goce de sus derechos, su integridad física y mental
significa tomar en cuenta la problemática que enfrenta es-
te sector de la población en cuanto a enfrentar circunstan-
cias de  formas de abandono, abuso y violencia.

En nuestro país la población de adultos mayores se ha du-
plicado en los últimos veinte años, y para el año 2050 al-
canzará más de 24 millones de personas, las cuales repre-
sentarán poco más de 20 por ciento de la población total.1

De acuerdo con estimaciones del Consejo Nacional de
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval),
en 2012 el 10 por ciento de los mexicanos de 60 años y más
se encuentra en una pobreza dimensional extrema, vulne-
rabilidad que se agrava considerando que el sistema de
pensiones deja fuera a un número importante de ellos quie-

nes no cuentan con acceso a los beneficios que otorgan las
instituciones de seguridad social y no necesariamente
cuentan con acceso a los servicios de las instituciones de
salud, ya sean públicos o privados.

Al respecto, las proyecciones de población del Consejo
Nacional de Población a julio de 2013, señalan que en Mé-
xico existen 7 millones 737 mil 66 adultos de 65 años y
más de edad, de los cuales 5 millones 652 mil 146 no cuen-
tan con pensión; es decir, el 73 por ciento esta población
requiere del acceso a los programas de atención que con-
tribuyan a mejorar las condiciones de vida de cada uno de
ellos.

No desconocemos que como responsabilidad primordial, el
Gobierno Federal y los Gobiernos de las entidades federa-
tivas han puesto en marcha Programas destinados a pro-
mover y prestar servicios sociales básicos y facilitar el ac-
ceso a ellos, teniendo presentes las necesidades específicas
de las personas de edad; no obstante es indispensable que
la coordinación de esos esfuerzos se traduzca en mejores
condiciones y bienestar para  los adultos mayores.

La falta de articulación en las reglas y requisitos para la do-
tación en los apoyos, con relación a lo establecido en la
Ley, se traduce en que los beneficios se otorguen de mane-
ra discrecional y en función del libre arbitrio de los presta-
dores de servicios.

Basta revisar que mientras la Ley de los Derechos de las
Personas Adultas Mayores define en su artículo 3o. que son
“Personas adultas mayores. Aquellas que cuenten con se-
senta años o más de edad y que se encuentren domiciliadas
o en tránsito en el territorio nacional”, los programas para
la atención de la población de adultos mayores establecen
en sus reglas como requisito acreditar edades de 60, 65 y
70 años de edad. Lo anterior repercute en que el acceso a
los descuentos y servicios que otorgan a quienes son porta-
dores de la Tarjeta que otorga el Instituto Nacional de las
Personas Adultas Mayores (Inapam), estén condicionados
a la interpretación del operario del transporte público, in-
cluso en la definición de los apoyos que brindan las autori-
dades.

En torno al particular, es pertinente observar, por ejemplo,
que en el Distrito Federal, la normatividad establece que
los adultos mayores de 60 años pueden tramitar su acceso
gratuito a los servicios del metro, trolebús, tren ligero, au-
tobuses de RTP y por ende al recientemente creado noche-
bús, no así para el metrobús, para el que deben contar con



la tarjeta del Inapam y acreditar una edad de 70 años de
edad; mientras que solo los mayores de 68 años de edad
tienen posibilidades de acceso a una pensión alimentaria. 

A ello se suma que, como consecuencia de la información
que las instituciones promueven en medios masivos, con
independencia del cumplimiento de los diversos requisitos
establecidos y ser portadores de la tarjeta del Inapam y la
correspondiente de cortesía para acceder a al servicio pú-
blico gratuito del transporte, los adultos mayores deban
acreditar que cuentan con 65 años de edad, tal y como co-
rresponde al Programa Federal de 65 y más.

Es un hecho que la transformación demográfica nos plan-
tea el reto de incrementar las oportunidades de los adultos
mayores de aprovechar al máximo sus capacidades para
participar en todos los aspectos de la vida, como lo es que
hoy por hoy, ocho de cada 10 personas en edades de 60
años y más presenta algún tipo de vulnerabilidad, ya sea en
sus derechos sociales o su ingreso, por lo que armonizar la
normatividad para garantizar el pleno disfrute de los bene-
ficios institucionales es una tarea urgente.

En mérito de lo expuesto, someto a la consideración de es-
ta soberanía el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal, a
los Gobiernos de los Estados y del Distrito Federal a reali-
zar una profunda revisión de la normatividad que atañe el
desarrollo de los programas de apoyo a los adultos mayo-
res, con la finalidad de armonizar su contenido conforme a
lo establecido en la Ley de los Derechos de las Personas
Adultas Mayores..

Nota:

1 Ham Chande, Roberto (2011), Diagnóstico sociodemográfico del en-
vejecimiento en México, en La situación demográfica de México 2011,
Consejo Nacional de Población, México, DF.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de
2014.— Diputado José Angelino Caamal Mena (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Atención a Grupos Vulnera-
bles, para dictamen. 

ATAQUE PERPETRADO CONTRA LA
SEDE ESTATAL DEL PARTIDO 

REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobernador de Morelos a investigar en coordinación con
la PGR el ataque perpetrado contra la sede estatal del Par-
tido Revolucionario Institucional, a cargo de la diputada
Maricela Velázquez Sánchez, del Grupo Parlamentario del
PRI

La suscrita, Maricela Velázquez Sánchez, diputada de la
LXII Legislatura del honorable Congreso de la Unión, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados, me
permito presentar ante esta soberanía la presente proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Un grupo de desconocidos atacó la noche del martes las
instalaciones sede del Partido Revolucionario Institucio-
nal (PRI) en el estado de Morelos, sito el número 222 de
la río Amacuzac, en la colonia Reforma de Cuernavaca, lo
que provocó daños materiales en la fachada luego de que
fueran lanzadas piedras contra los cristales y después bom-
bas molotov.

De acuerdo con diversos medios informativos, el ataque se
habría registrado alrededor de las 11:30 de la noche y pos-
teriormente los veladores dieron parte a las autoridades
quienes primero enviaron a los bomberos para sofocar el
fuego, a quienes, como siempre, reconocemos por la fun-
ción ejemplar que realizan a favor de la sociedad.

Aunque afortunadamente no se registraron víctimas, el ata-
que perpetrado ocasionó daños materiales que deberán ser
resarcidos, así como la zozobra entre quienes trabajan en la
sede estatal de nuestro partido, por lo que ya se han pre-
sentado las denuncias ante las autoridades correspondien-
tes.

Los priistas privilegiamos el diálogo como herramienta
principal de la política en una sociedad democrática como
la nuestra, por lo que condenamos el ataque realizado en
contra de nuestro inmueble y condenamos el uso de la vio-
lencia, independientemente de su procedencia o motiva-
ción.
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Es por ello que urgimos respetuosamente al gobernador del
estado de Morelos, a efecto de que, en coordinación con la
Procuraduría General de la República, sean investigados
los hechos aquí denunciados y se sancione con todo rigor a
los autores de este delito.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea la siguiente propo-
sición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al gobernador del
estado de Morelos, para que en coordinación con la Procu-
raduría General de la República, investigue el ataque reali-
zado a la sede estatal del Partido Revolucionario Institu-
cional en aquella entidad federativa y se sancione
ejemplarmente a los responsables.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Dipu-
tada Maricela Velázquez Sánchez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen. 

AREAS ENCARGADAS DE LA SEGURIDAD 
EN MICHOACAN Y A EVITAR LA TOMA DE

ACUERDOS CON PERSONAS PERTENECIENTES 
A GRUPOS DELICTIVOS

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al gobierno federal a apoyar la coordinación de las áreas
encargadas de la seguridad en Michoacán y a evitar la to-
ma de acuerdos con personas pertenecientes a grupos de-
lictivos, a cargo del diputado José Guillermo Anaya Lla-
mas, del Grupo Parlamentario del PAN

Diputado José Guillermo Anaya Llamas integrante de la
LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional, con fundamen-
to en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, 79, nume-
ral 2, fracción II, y 113 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, presentan ante esta asamblea proposición con
punto de acuerdo de urgente y obvia resolución, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

Las mexicanas y mexicanos, hemos sido testigos en los úl-
timos tiempos, de la crisis de inseguridad en el estado de
Michoacán, en ese sentido, las principales fuerzas políticas
del país, concretamente en Acción Nacional, hemos mani-
festado nuestro respaldo al gobierno federal y a las estrate-
gias que permitan recuperar la paz y la tranquilidad en di-
cha entidad.

Con asombro nos enteramos por los medios de comunica-
ción, que el pasado 5 de febrero, el comisionado federal
para la Seguridad y Desarrollo Integral en Michoacán, li-
cenciado Alfredo Castillo Cervantes, se reunió con repre-
sentantes de los denominados grupos de autodefensa y que
en dicha reunión se encontraba Juan José Farías Álvarez,
alias El abuelo, quien ha sido señalado como lugarteniente
del cártel de Los Valencia y Nueva Generación de Jalisco,
e incluso, había sido capturado en 2009 por informes de la
Procuraduría General de la República (PGR) y la Secreta-
ría de la Defensa Nacional (Sedena).

El comisionado en Michoacán señaló de manera muy sin-
cera, que desconocía a Farías Álvarez, así como sus ante-
cedentes, y que en dicha reunión ningún tema de estrategia
había sido tratado.

Creemos la versión del licenciado Castillo Cervantes y lo
que nos preocupa, al escuchar sus cándidas declaraciones
es justamente la debilidad de la estrategia de seguridad en
Michoacán, así como las cuestionables medidas de seguri-
dad, control de acceso, identificación de personas que de-
notan falta de coordinación y descontrol entre las autorida-
des.

La situación en Michoacán frente al crimen organizado y la
infiltración de éste en casi todas las áreas de la vida comu-
nitaria nos hacen comprensible que en casi todas las áreas
participen o se encuentren presentes personajes con este ti-
po de historial; pero lo que nos parece de la mayor alerta es
que puedan ingresar a reuniones privadas sin que las fuer-
zas del orden puedan siquiera detectar de quién se trata. Di-
fícilmente podemos coincidir con el gobernador Fausto Va-
llejo en que “luego son gentes que se cuelan, es muy difícil
cuidarse de quien andan por ahí.”

Si un presunto miembro de un cartel puede acercarse a pla-
ticar con el comisionado de Seguridad en Michoacán, don-
de además se encuentra el comisionado de la Policía Fede-



ral, maestro Enrique Galindo Ceballos y el general Miguel
Ángel Patiño, comandante de la cuadragésima tercera zona
militar, donde supondríamos que existen las más estrictas
medidas de seguridad y tácticas de inteligencia y reacción,
habría que preguntarnos ¿En qué situación de vulnerabili-
dad se encuentran las y los michoacanos comunes y co-
rrientes? ¿Puede confiar la ciudadanía “de a pie” en que las
autoridades a las que se les ha encomendado la seguridad
así como dentro de los grupos de autodefensa no hay infil-
trados de otras organizaciones delictivas?

Cabe preguntarnos entonces ¿Cuál es el control que maneja
la estrategia en Michoacán sobre quien integra los grupos de
autodefensa? ¿Con quién entablan dialogo y colaboración
las autoridades del gobierno federal para recuperar el estado
de derecho, el orden público, pero sobre todo la seguridad e
integridad de las familias michoacanas?

Por lo anterior, las y los legisladores, pedimos al gobierno
federal informe a la opinión pública en qué consiste el con-
tenido y los parámetros de seguridad de la estrategia de se-
guridad desplegada, es necesario que se conozcan los deta-
lles de los operativos y no sólo los objetivos propuestos.

Este incidente pone de relieve asuntos de la mayor impor-
tancia como el cumplimiento de requisitos de ingreso que
deben tener los integrantes de los grupos de autodefensa, el
registro de armas y el decomiso de las llamadas “armas lar-
gas”. No podemos dejar de lado que estos grupos no man-
tienen una actitud pasiva, sino ofensiva contra el cartel de
Los Caballeros Templarios.

No podemos dejar de lado que el propio comisionado Cas-
tillo ha confirmado a los medios de comunicación  que va-
rios integrantes de estas agrupaciones portan armas reser-
vadas a las fuerzas de seguridad del estado, y no podemos
dejar de lado, que dicha conducta constituye un delito gra-
ve y flagrante. El imperio de la ley no admite excepciones
en este rubro, ni hace distingos sobre el uso de este tipo de
armamentos en zonas rurales o urbanas.

La problemática por la que atraviesa el estado es de por sí
grave, según los testimonios que nos han llegado, funda-
mentalmente de los medios de comunicación. Si verdade-
ramente la apuesta es recuperar el estado de derecho y la
paz para Michoacán, no debemos escatimar precauciones y
medidas de seguridad ni información oportuna.

En toda la república hay preocupación por lo que sucede en
ese estado; todos estamos esperando que la vida cotidiana

de sus habitantes se normalice y poco a poco se vaya resti-
tuyendo el estado de derecho. Por esta ocasión hacemos un
llamado al gobierno federal a redoblar esfuerzos, a exigir a
los responsables de las diversas instituciones de seguridad
pública y procuración de justicia a que actúen de manera
coordinada, que no se regatee la información al comisiona-
do federal en Michoacán, que no se le haga caer en actos
de burlas como este que se comenta.

Por lo expuesto, se proponen a esta soberanía los siguien-
tes:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta de la manera más atenta al gobierno federal
a que se coordinen las distintas áreas responsables, a quie-
nes el presidente de la República instruyó trabajar a que
compartan entre ellos la información de sus actividades.

Segundo. De igual manera, se exhorta al gobierno federal
a apoyar al comisionado federal para el estado de Michoa-
cán para evitar que caiga en actos similares, por lo que de-
be revisar exhaustivamente con quién se reúne e informar
a la ciudadanía a qué acuerdos llegó.

Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta de la manera más atenta al gobierno federal
a que bajo ningún motivo acuerde o pacte la seguridad de
los michoacanos con personas ligadas a grupos delictivos.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Dipu-
tado José Guillermo Anaya Llamas (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen. 

SUBSIDIOS TRANSFERIDOS A LAS ENTIDADES
FEDERATIVAS COMO APOYO PARA IMPLANTAR

LA REFORMA DEL SISTEMA DE JUSTICIA PENAL

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta
al titular de la Segob a difundir el monto y la aplicación de
los subsidios transferidos a las entidades federativas como
apoyo para implantar la reforma del sistema de justicia pe-
nal, suscrita por los diputados José Luis Muñoz Soria, Ja-
vier Orihuela García y Roberto López Rosado, del Grupo
Parlamentario del PRD
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Los que suscriben, José Luis Muñoz Soria, Javier Orihue-
la García y Roberto López Rosado, integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolución Democrática de la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción
I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos
a consideración de esta asamblea la “proposición con pun-
to de acuerdo, por el que se exhorta al titular de la Secreta-
ría de Gobernación, para que haga del conocimiento públi-
co el monto total y la aplicación del ejercicio de los
subsidios transferidos a las entidades federativas como
apoyo para la implementación de la reforma del sistema de
justicia penal, correspondiente al presupuesto asignado en
2012, en función de la entrada en vigencia de cada entidad
de acuerdo a los cuadrantes clasificados en el libro blanco
de la Setec para la gestión 2009-2012, considerando que
por mandato constitucional se deberá instaurar antes de
2016”.

Antecedentes 

1. El 18 de junio de 2008, se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se reforman los ar-
tículos 16, 17, 18, 19, 20, 21, 22; las fracciones XXI y
XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115, y la
fracción XIII del apartado B del artículo 123, todos de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de seguridad pública y justicia penal, mediante el
cual se establecen las bases del nuevo sistema de justicia
penal en la República Mexicana.

2. El artículo noveno transitorio del citado decreto estable-
ce que se creará una instancia de coordinación integrada
por representantes de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y
Judicial, además del sector académico y la sociedad civil,
así como de las Conferencias Nacionales de Seguridad Pú-
blica, Procuración de Justicia y de Presidentes de Tribuna-
les Superiores de Justicia, la cual contará con una secreta-
ría técnica (Setec) que coadyuvará y apoyará a las
autoridades federales y a las locales, cuando estas últimas
así lo soliciten.

3. El 13 de octubre de 2008, se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el Decreto por el que se crea el Consejo
de Coordinación para la implementación del sistema de
justicia penal como una instancia de coordinación, con la
finalidad de implementar, en los tres órdenes de gobierno,
el sistema de justicia penal en los términos previstos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

con pleno respeto a las atribuciones de los Poderes Federa-
les, la soberanía de los Estados, el Distrito Federal y la au-
tonomía municipal, así como de las instituciones y autori-
dades que intervengan en la instancia de coordinación.

4. Con fecha 10 de junio del año 2009, los tres poderes fe-
derales: Legislativo, Ejecutivo y Judicial, suscribieron un
Acuerdo para dar cumplimiento al mandato constitucional
de instalar la instancia de coordinación prevista en el ar-
tículo Noveno Transitorio del Decreto de reformas consti-
tucionales y establecer las bases para la operación del Con-
sejo de Coordinación, reconociendo a éste el objeto de
analizar y acordar las políticas de coordinación nacionales
necesarias para implementar, en los tres órdenes de gobier-
no, con la concurrencia de la sociedad y la academia, el
nuevo sistema de justicia penal. Dicho Acuerdo fue publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación de fecha 05 de
agosto de 2009.

5. En la tercera sesión ordinaria del 8 de enero de 2010, el
Consejo de Coordinación emitió el acuerdo número CO-
CO/03/III/10, mediante el cual aprobó las “Reglas para el
funcionamiento del Consejo de Coordinación para la im-
plementación del sistema de justicia penal”. Dicho acuerdo
fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de
febrero del año 2010.

6. En atención a tales disposiciones el secretario de Gober-
nación preside el Consejo de Coordinación para la imple-
mentación del Sistema de Justicia Penal, dicha instancia
tiene la finalidad de implementar, en los tres órdenes de go-
bierno, el sistema de justicia penal en los términos previs-
tos en la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, con pleno respeto a las atribuciones de los poderes
federales, la soberanía de las entidades federativas y a la
autonomía municipal, así como a las instituciones y autori-
dades que intervengan en la instancia de coordinación.

7. La Secretaría Técnica del Consejo de Coordinación para
la Implementación de sistema de Justicia Penal (Setec), or-
ganismo Administrativo Desconcentrado de la Secretaría
de Gobernación, con el Carácter de instancia de seguridad
nacional, con autonomía administrativa, creada para operar
y ejecutar los acuerdos y determinaciones del Consejo de
Coordinación; así como coadyuvar y brindar apoyo a las
autoridades locales y federales en la implementación del
Sistema de Justicia Penal, cuando lo soliciten.

8. El Comité de Subsidios es la instancia formada al inte-
rior de la Setec y a través de las sesiones de dicho Comité



se aprobaron diversos proyectos presentados por las Enti-
dades Federativas, para efecto de otorgarles un subsidio
como apoyo para la implementación de la reforma del Sis-
tema de Justicia Penal.

9. El Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 en su eje rec-
tor 1 “Estado de Derecho y Seguridad”, apartado 1.2. “Pro-
curación e impartición de justicia”, particularmente en su
objetivo 4 “Modernizar el sistema de justicia penal enca-
minado a lograr un marco normativo que garantice justicia
pronta y eficaz” prevé entre otras estrategia:

a) promover la implementación gradual de juicios ora-
les;

b) hacer más eficientes los sistemas y procedimientos
utilizados por los ministerios públicos, así como fortale-
cer la investigación ministerial y policial para elevar el
nivel de eficacia en la integración de la averiguación
previa; 

c) garantizar mejores condiciones para la presentación
de denuncias a las víctimas de los delitos; 

d) impulsar reformas procesales para hacer más expedi-
ta la aplicación de la justicia; 

e) fomentar la reducción de litigios mediante la imple-
mentación de medios alternativos de resolución de con-
flictos, entre otros. 

10. El congreso de la Unión asigno a la Secretaría de Go-
bernación en el Presupuesto de Egresos de la Federación
para el Ejercicio Fiscal 2012, dentro del Ramo 04 para el
programa “Implementación de la Reforma del Sistema de
Justicia Penal”, un monto de $443´424,000.00 (cuatrocien-
tos cuarenta y tres millones veinticuatro mil pesos 00/100
M.N).

11. El artículo vigésimo transitorio del Decreto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
2012 establece la obligación de que el recurso previsto co-
mo subsidio a las Entidades Federativas, en el ramo 04 Go-
bernación para la “Setec”, sea destinado al desarrollo de
proyectos prioritarios, dentro de los que se incluye: adqui-
sición de equipo, desarrollo tecnológico y adecuación o
creación de infraestructura, de las procuradurías y tribuna-
les superiores de justicia de los estados y del Distrito Fe-
deral que se encuentren en proceso de implementación del
nuevo sistema penal.

12. Que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 82,
fracción XI, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, las entidades federativas tienen la obli-
gación de responsabilizarse a través de su tesorería, o su
equivalente, a administrar los recursos presupuestarios fe-
derales radicados de conformidad con las disposiciones ju-
rídicas aplicables, motivo por el cual no podrán traspasar-
se tales recursos a otros rubros o cuentas bancarias.

13. Los recursos del subsidio son federales, por lo que su
fiscalización y transparencia se sujetará a las disposiciones
establecidas en la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, su Reglamento, las “Políticas” y de-
más disposiciones jurídicas aplicables.

14. Los subsidios para la implementación de la Reforma
del sistema de Justicia Penal mediante la celebración de
convenios de coordinación para cada entidad federativa
son los siguientes:

Consideraciones

A) Que no obstante a que en el libro blanco de la Setec
2009-2012, se presenta un balance comparativo por enti-
dad federativa sobre los avances de la ejecución de los ejes
temáticos al 31 de octubre de 2012, es conveniente su ac-
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tualización y publicación al cierre de dicho ejercicio fiscal,
máxime que se trata de la finalización de la gestión presi-
dencial 2006-2012.

B) Que existe diferencia por $64,438.00 (sesenta y cuatro
mil, cuatrocientos treinta y ocho pesos 00/100 M.N.) en
la cantidad total consignada tanto en los 30 convenios de
coordinación para el otorgamiento del subsidio para la Im-
plementación de la Reforma del Sistema de Justicia Social
suscritos con las entidades federativas, señalado en el sex-
to párrafo del rubro de ANTECEDENTES del modelo de
convenio, publicado en el DOF del 16/02/2012 y que as-
ciende a la cantidad de $443,424,000.00, (cuatrocientos
cuarenta y tres millones veinticuatro mil pesos 00/100
M.N). Así como en el resumen de los avances de la ejecu-
ción de los ejes temáticos al 31 de agosto de 2012, integra-
do en el Libro Blanco de la Setec y que asciende a un total
de $443´359,562.00.

C) Que la Auditoria Superior de la Federación en el Pro-
grama Anual de auditorías para la fiscalización de la cuen-
ta pública 2012, realizó 1 auditoría forense a la Secretaría
de Gobernación concretamente a la Secretaría Técnica del
Consejo de Coordinación para la Implementación de Justi-
cia Penal y a 6 Entidades Federativas en el mismo objeto
de gasto, siendo estas; Distrito Federal, Guanajuato, Oaxa-
ca, Puebla, Tabasco y Yucatán.

D) No obstante de que para la ejecución de este eje, la Se-
tec desde su creación, ha logrado coordinar los procesos in-
ternos de planeación, programación, presupuestación, con-
trol, evaluación de los recursos otorgados para el subsidio
y validación constante de los sistemas y procedimientos en
materia administrativa y financiera. 

E) Se ha logrado que la ministración de los subsidios se
aporten de manera eficaz y transparente a las entidades fe-
derativas para coadyuvar en la implementación del nuevo
sistema de justicia penal a través del apoyo económico en
diferentes ejes temáticos. 

Para el apoyo y coadyuvanza, se ha generado la normativi-
dad necesaria para la aplicación de recursos destinados a la
implementación de la reforma del sistema de justicia penal
a favor de los estados y el Distrito Federal para los ejerci-
cios 2010, 2011 y 2012, así como los criterios de selección
de estudios, planes, evaluaciones, programas, proyectos,
acciones, obras de infraestructura y equipamiento, que ga-
rantizaran la implementación gradual del sistema de justi-
cia penal.

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al titular de la Se-
cretaría de Gobernación, ciudadano Miguel Ángel Osorio
Chong, para que haga del conocimiento público el monto
total y la aplicación del ejercicio de los subsidios transferi-
dos a las entidades federativas como apoyo para la imple-
mentación de la reforma del sistema de justicia penal, co-
rrespondiente al presupuesto asignado en 2012, en función
de la entrada en vigencia de cada entidad de acuerdo a los
cuadrantes clasificados en el libro blanco de la Setec para
la gestión 2009-2012, considerando que por mandato cons-
titucional se deberá instaurar antes de 2016.

Dado en la Cámara de Diputados, a 12 de febrero de 2014.— Diputado
José Luis Muñoz Soria (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación, para dictamen. 

INSTALACION DE ESTACIONAMIENTOS 
PARA BICICLETAS EN INMUEBLES PUBLICOS Y

EN CENTROS DE TRANSFERENCIA MODAL, 
ASI COMO EN LAS PRINCIPALES PLAZAS, 

MERCADOS Y VIA PUBLICA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a la instala-
ción de estacionamientos para bicicletas en inmuebles pú-
blicos y en centros de transferencia modal, así como en las
principales plazas, mercados y vía pública, a cargo de la
diputada Carla Alicia Padilla Ramos, del Grupo Parlamen-
tario del PVEM

La que suscribe, diputada Carla Alicia Padilla Ramos, inte-
grante de la LXII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, miembro del Grupo Parlamentario Verde  Ecologis-
ta de México, con fundamento  en lo dispuesto en los artí-
culos 6, 79, numerales 1, fracción II, y 2, fracción III, y de-
más  relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados,
presenta ante esta soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo para exhortar a los diversos gobiernos es-
tatales,  a los municipales y a los de las delegaciones polí-
ticas del Distrito Federal para  que de acuerdo con su ca-
pacidad técnica, humana y financiera, favorezcan la
implementación de biciestacionamientos en establecimien-
tos públicos  en sus localidades al tenor de los siguientes



Consideraciones

A nivel mundial, la bicicleta  es el emblema del bienestar
urbano, se ha adoptado como medio de transporte seguro,
anticontaminante y saludable. En el mundo se fabrican más
de 100 millones de bicicletas anualmente, tres veces más
que el número de automóviles y únicamente en los países
desarrollados como Canadá, Alemania, Holanda y China,
son tomadas en cuenta como medio de transporte, dándo-
les la misma prioridad en la planeación  y el desarrollo de
la infraestructura vial que a autobuses y automóviles.

Con la reciente popularización de la bicicleta en algunas de
las grandes zonas metropolitanas  de México, se ha propi-
ciado el uso  de los espacios públicos, en los lugares don-
de aparece su uso  mejora el entorno  independientemente
de la zona. Un ejemplo de lo anterior es el rescate en el
2010 del Monumento a la Revolución en el Distrito Fede-
ral; una zona olvidada se regeneró e incluyó infraestructu-
ra ciclista, cruces seguros, biciestacionamientos. Todo ello
propició la apertura de comercios, restaurantes y cafés. De
ser un lugar considerado de riesgo, se convirtió en un es-
pacio público que hoy invita  a la ciudadanía a asistir a él.
El uso de la bicicleta ha tomado relevancia, toda vez  que
37 por ciento de los mexicanos cuenta con una, 13 por
ciento la utiliza como medio de transporte y 57 por ciento
de estos últimos la usa por motivos de trabajo. 

La mayoría de los viajes, al no emplear la bicicleta, se rea-
lizan sin implicar actividad física, contribuyendo al seden-
tarismo. Actualmente, México ocupa el primer lugar mun-
dial en los índices de sobrepeso y obesidad, siendo esto un
problema de salud pública prioritario, ya que la obesidad es
causa de enfermedades degenerativas como la hipertensión
arterial, diabetes entre muchas otras, siendo imposible pa-
ra el sistema de salud solventar estas enfermedades. La bi-
cicleta puede colaborar en su prevención si la usamos
aproximadamente 20 minutos al día, un ciudadano que co-
mience a utilizar la bicicleta con constancia puede llegar a
perder hasta 5 kilogramos  de peso corporal durante el pri-
mer año. Por lo que representa una actividad física con
grandes beneficios para la salud. Además de reducir en un
50 por ciento el riesgo de enfermedades cardíacas y vascu-
lares, diabetes y obesidad, y 30 por ciento menos de riesgo
de sufrir presión alta.

Es una realidad que todos  los mexicanos desean vivir  en
ciudades más limpias y sostenibles. Un cambio en el trans-
porte  es beneficioso para el ambiente, ya que el transporte

es la fuente  principal de emisiones contaminantes; existe
un gran volumen de emisiones en la atmosfera, siendo los
vehículos  particulares los principales emisores, la segunda
fuente de emisión de gases de efecto invernadero es el sec-
tor transporte. Existe un uso excesivo de combustible  fósil
no renovable, lo que contribuye desmesuradamente al de-
terioro de la calidad ambiental. Un cambio modal del trans-
porte motorizado a la bicicleta resulta en beneficios am-
bientales, en lo que se refiere  a la calidad del aire, por ello
se debe impulsar  un esquema de movilidad en el cual la bi-
cicleta tenga un papel importante y se logre la reducción de
emisiones contaminantes. Concluyendo de todo lo anterior
que la bicicleta no depende del petróleo y tiene una efi-
ciencia energética superior a la de los modos de transporte
motorizados. 

Con su uso se lograra la protección al derecho a un medio
ambiente de calidad y preservar este para las generaciones
futuras. Este derecho incluye  el uso de recursos naturales
y energéticos  y la protección frente a las agresiones a la ca-
lidad del entorno (contaminación de aire y del ruido, con-
gestión vial, suciedad, etcétera).

El ciclismo urbano mantiene e incrementa presencia en va-
rias metrópolis del país, es el caso de la Ciudad de Méxi-
co, los avances principales  son la instalación  de una red
de bicicletas públicas (Ecobici), la construcción en Paseo
de la Reforma de la mayor ciclovía  y las modificaciones al
Reglamento de Tránsito que reconoce a la bicicleta  como
vehículo y da derechos al ciclista.

Querétaro, tiene como avance la Ley que regula el Sistema
Estatal de Promoción del Uso de la Bicicleta, siendo la úni-
ca en su tipo que actualmente existe en el país.

La zona metropolitana de Guadalajara cuenta con 52 kiló-
metros de ciclovías: el porcentaje  de viajes que se realizan
en bicicleta dentro de la metrópoli alcanza el 2 por ciento
del total de viajes que se hacen en todos los medios de
transporte, es decir 212 mil viajes diarios. Cada estado ha
tenido sus logros, es así que Nuevo León, ha logrado la in-
corporación  de una ciclovía al proyecto de autobuses con-
finados conocida como Ecovía en la ciudad de Monterrey.
León, ciudad industrial de Guanajuato basa su desarrollo
ciclista  en su estabilidad política, convirtiendo a su estado
en el que  tiene la mejor infraestructura ciclista de México
y una de  las mejores  de América, la ciudad tiene más de
82 kilómetros de ciclovías. Torreón es el lugar de México
en donde más bicicletas urbanas circulan.
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Estos y otros tantos casos son un ejemplo de que la bici-
cleta está presente en todas las ciudades de México inde-
pendientemente de las condiciones climáticas  y sociales.

Es  necesario el rediseño de la política del espacio urbano
para integrar todos los modos  de transporte,  que los  go-
biernos estatales y municipales instalen  la infraestructura
necesaria  para el uso de la bicicleta   en diferentes áreas.
La planeación urbana y del transporte tiene que incluir a la
bicicleta, es decir debe existir una planeación ciclista inte-
grada. Así la ciudadanía comenzará a creer en el cambio y
por consiguiente participar en él.  Las autoridades deben
asegurar, por el bien de  la salud de los ciudadanos  y del
medio ambiente, que la bicicleta se vuelva a utilizar para
los usos cotidianos como ir al trabajo, oficinas públicas,
parques, museos, centros comerciales y la escuela. 

Es necesaria una política pública que fomente su utiliza-
ción, el reconocerla como transporte y dar a conocer las
ventajas, características  y diferencias con los vehículos
motorizados,  generara un entorno propicio para su uso ma-
sivo.

Es la suma de un todo, una política incluyente y  una ma-
yor inversión en el espacio público, en la construcción de
infraestructura ciclista y en la instalación de biciestaciona-
mientos; también conocidos como anclaje para bicicletas,
bastidores de bicicletas o aparca bicicletas que son disposi-
tivos destinado a amarrar bicicletas de forma segura en es-
tablecimientos y en la vía pública, cuando no exista la po-
sibilidad de instalarlo en algún edificio para evitar robos.
Este elemento forma parte del conjunto del mobiliario ur-
bano de una ciudad. Algunos están colocados en la vía pú-
blica suelto y otros empotrados al piso, edificio u otro ob-
jeto inmóvil.

Una política integral o ciclo-incluyente de uso de suelo,
tránsito y transporte puede fortalecer de manera efectiva el
uso de la bicicleta como modo de transporte cotidiano. Hay
que promover ciudades pensadas para caminar, usar la bi-
cicleta, usar otro transporte motorizado y el transporte pú-
blico. 

El problema  de no contar con un sistema integrado de esta-
cionamientos para la bicicleta conlleva no solo a una falta de
seguridad para los usuarios, sino además a un deterioro al
medio ambiente, al tener que improvisar amarrando o en-
cadenando la bicicleta a postes de luz o rejas o incluso ár-
boles. Por todo esto, el papel de los gobiernos es preservar

y ampliar  de forma igualitaria  la movilidad urbana, esta-
bleciendo las condiciones necesarias  para que  el espacio
sea apto y equitativo para la movilidad interna de todos los
habitantes de un territorio. Una política de integración de
bicicletas en espacios públicos y  privados, así como en
puntos de transferencia entre distintos modos de transpor-
te, forma parte integral de cualquier política de promoción.

Como se ha dicho se han creado ciclovías, espacios reser-
vados a un lado de las calles, en los camellones o paralelos
a las carreteras de acceso a las ciudades, pero no hay don-
de dejarlas en un lugar seguro y de manera ordenada; para
continuar con las actividades diarias de cada persona. Su
utilización permite desarrollar el concepto de la bicicleta
como un medio de transporte alternativo, el cual se presen-
ta como solución concreta y factible a los problemas de
congestión vehicular, contaminación ambiental y los gran-
des problemas de obesidad y sobre peso. La firmante con-
sidera apropiado instar a las instancias gubernamentales de
los estados de la república a instalar  biciestacionamientos
en los lugares públicos; ya que como se ha señalado la bi-
cicleta  cumple como un transporte limpio, sustentable y
eficiente; hay que iniciar el cambio y hacer la diferencia in-
centivando el uso de la bicicleta, generando un mayor bien-
estar físico y social. Mejorando la salud de sus usuarios se
atacará directamente el problema de obesidad en una parte
importante de la población, y a su vez disminuirá el uso del
automóvil, y reducirá de manera eficaz la contaminación
del aire y del ruido.

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta  respetuosamente a los gobiernos estata-
les  y a los municipales y a los de las delegaciones políti-
cas del Distrito Federal a  la instalación de biciestaciona-
mientos en establecimientos públicos, centros de
transferencia modal, así como en las principales plazas pú-
blicas, mercados, en la vía pública cuando no existe la po-
sibilidad de instalarlo en el establecimiento y oficinas gu-
bernamentales a efecto de promover el uso de la bicicleta
como un transporte alternativo y ecológico para reducir la
contaminación del aire y motivar la activación física para
reducir la obesidad y el sobrepeso.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Dipu-
tada Carla Alicia Padilla Ramos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, para dictamen. 



GARANTIZAR LOS DERECHOS HUMANOS 
EN MATERIA DE SALUD DE LAS 

PERSONAS CON VIH/SIDA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los secretarios de Salud federal y estatales a garantizar los
derechos humanos en materia de salud de las personas con
VIH/sida, a cargo de Ricardo Mejía Berdeja y suscrita por
Ricardo Monreal Ávila, diputados del Grupo Parlamenta-
rio de Movimiento Ciudadano

Ricardo Mejía Berdeja y Ricardo Monreal Ávila, integran-
tes de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión y del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 6, fracción I, y 79,
numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someten a consideración del pleno el presente
punto de acuerdo, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

Datos del Registro Nacional de Casos de Sida, como parte
de la vigilancia epidemiológica de casos de VIH/sida en
México, presentada por la Secretaría de Salud y el Centro
Nacional para la Prevención y el Control del VIH/Sida
(Censida) revelan que de 1983 a 2013 hubo 166 mil 370
casos notificados de sida en México y 47 mil 362 personas
que continúan registradas como seropositivas a VIH.

Si bien se han implantado medidas para la prevención, la
atención y el seguimiento de los casos de VIH/sida, en-
marcados en diversas políticas estatales y nacionales como
en lo establecido en instrumentos internacionales como la
Declaración Política sobre el VIH/Sida: intensificación de
nuestro esfuerzo para eliminar el VIH/sida firmada en
2011, persiste un importante rezago para erradicar los ac-
tos de discriminación y violación de derechos humanos en
contra de las personas que presentan dicha enfermedad.

Así, el informe VIH/sida en México 2012, realizado por la
Secretaría de Salud y el Censida, documenta:

Es urgente implantar estrategias innovadoras y con alto ni-
vel de penetración social que minimicen al máximo, hasta
llegar a la erradicación, las epidemias sociales del estigma,
la discriminación, la homofobia, la transfobia y la violen-
cia, cuya asociación potencializa negativamente la epide-
mia del VIH/sida; y son fuertes obstáculos para el acceso a
servicios de atención, cuidados integrales y prevención.

Cada una de estas epidemias transversales deberá analizar-
se y posicionarse de manera independiente, pero en un con-
texto integral para hallar soluciones eficaces y efectivas a
cada una de ellas.

De igual forma, menciona:

Es necesario hacer una profunda reflexión acerca de los
retos que persisten en el país y las necesidades futuras
que nos permitan fijar un nuevo rumbo y una nueva di-
námica a la respuesta multisectorial al VIH/sida, con la
finalidad de impactar de forma acelerada y efectiva en
la reducción de nuevas infecciones por VIH, en la am-
pliación del tiempo y la mejora de la calidad de vida de
las personas que viven con VIH, así como en la elimi-
nación de determinantes asociados a la epidemia, los
cuales se traducen en violaciones a los derechos huma-
nos de quienes viven con VIH, de las personas pertene-
cientes a los grupos de mayor riesgo y vulnerabilidad,
así como de cualquier persona afectada por la epidemia.

El Programa de VIH de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos (CNDH) ha recibido desde su creación, en
1990, más de mil 100 quejas por parte de pacientes o fa-
miliares relacionadas, por ejemplo, con la falta de una
oportuna atención médica o la negación de servicios como
los obstétricos.

La CNDH ha emitido más de 25 recomendaciones en ma-
teria de VIH/sida, las cuales en su mayoría están vincula-
das a garantizar los derechos relativos a la salud. En la
Agenda Nacional de Derechos Humanos que la CNDH
emitió en 2013 se destaca:

El tema de salud resulta prioritario para la CNDH, ya que
2 de cada 10 principales hechos violatorios de que conoce
esta institución están vinculados con el derecho a la pro-
tección de la salud: 6 mil 63 quejas relacionadas con la
omisión de proporcionar atención médica y 3 mil 454 por
negligencia médica. La principal autoridad señalada como
responsable de vulnerar tales derechos humanos es el Ins-
tituto Mexicano del Seguro Social, con 18 mil 912 expe-
dientes.

La CNDH emitió tres propuestas, las cuales se agrupan en
los ejes de educación, infraestructura, corrupción e impu-
nidad, y buscan

A) Capacitar al personal de salud respecto de la exis-
tencia y la observancia de las normas oficiales mexica-
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nas en la materia y establecer mayores y más eficaces
mecanismos de control y supervisión.

B) Elaborar programas específicos para proteger a las
personas en mayor condición de vulnerabilidad, con la
infraestructura de calidad del servicio, en especial a la
población indígena, y aquéllos que están en extrema po-
breza, a los menores de edad y a los adultos mayores,
personas con discapacidad, a los enfermos terminales o
con VIH, y a las mujeres en estado de gravidez.

C) Establecer mecanismos eficientes de control y super-
visión en el manejo de recursos, investigando las prácti-
cas indebidas que generen corrupción e impunidad en
las instituciones de salud.

Ante la situación aún imperante en el país y atendiendo las
diversas recomendaciones que se han emitido para garanti-
zar los derechos humanos de todas las personas sin impor-
tar su estatus, presentamos a esta asamblea el siguiente re-
solutivo con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta a las Secretarías
de Salud federal y estatales a garantizar los derechos hu-
manos en materia de salud de las personas con VIH/sida,
en el marco de la Agenda Nacional de Derechos Humanos
de 2013.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de
2014.— Diputados: Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen. 

RECURSOS QUE DESTINARAN PARA
APOYAR LA REALIZACION DE LAS OBRAS DE 

LA LINEA 3 DEL METRO Y EL SISTEMA DE
TRANSPORTE ECOVIA EN NUEVO LEON

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
los titulares de la SCT, de la SHCP y de la Conagua a di-
fundir entre la opinión pública los recursos que destinarán
para apoyar la realización de las obras de la Línea 3 del
Metro y el sistema de transporte Ecovía en Nuevo León, a
cargo del diputado José Martín López Cisneros, del Grupo
Parlamentario del PAN

El suscrito, José Martín López Cisneros, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXII Legislatura, en ejercicio de la facultad que confieren
la fracción I del artículo 6, y los artículos 79, numeral 2, y
demás relativos y aplicables del Reglamento de la Cámara
de Diputados, somete a consideración de esta soberanía
proposición con punto de acuerdo, con base en las siguien-
tes

Consideraciones

Nuevo León, a cuyos ciudadanos representamos, siempre
se ha distinguido por su desarrollo emprendedor, generador
de empleos e inversiones que apoyan el progreso del país.

Precisamente por esta generación de recursos, el gobierno
federal recibe importantes contribuciones por los nuevole-
oneses, para cumplir su misión de proporcionar bienestar a
todos los mexicanos.

Por ello, desde hace tiempo en Nuevo León hemos pugna-
do por una mayor equidad en el federalismo tributario, que
retribuya a nuestra tierra con una mayor cantidad de recur-
sos públicos acorde con su contribución al pacto federal.

Sin embargo, ahora observamos que lejos de avanzar en
ese camino, retrocedemos, pues al parecer el gobierno fe-
deral está dejando a su suerte a Nuevo León para realizar
obras trascendentales para su desarrollo presente y futuro.

Ante esta situación, el gobierno de Nuevo León ha em-
prendido tres obras: la construcción de la Línea 3 del Me-
tro, el nuevo sistema de transporte urbano, denominado
“Ecovía”, y el proyecto hidráulico Monterrey VI, sin con-
tar con certeza financiera, lo que conlleva una mala plani-
ficación, altos costos de los servicios e incremento de la
deuda pública.

En las obras de la Línea 3 del Metro y del proyecto Mon-
terrey VI, el presidente Enrique Peña Nieto se comprome-
tió como candidato y ya como mandatario a apoyarlas con
fuertes inversiones por parte del gobierno federal. Sin em-
bargo, eso ha quedado en simples palabras.

La situación de estas tres obras es la siguiente:

Ecovía

Respecto al sistema Ecovía, el gobierno del estado ha
arrancado ya la operación respectiva, convirtiéndose en



el sistema de transporte urbano más caro del país, pues
dado el escaso apoyo federal al proyecto, esta obra ha
tenido que ser desarrollada bajo el esquema de asocia-
ción público-privada, dejando todo el peso de su viabi-
lidad en los bolsillos de los usuarios.

Si a esto agregamos que en el sistema de transporte ur-
bano tradicional, Nuevo León también cuenta con una
de las tarifas más costosas del país, tenemos entonces un
grave daño para la economía familiar de los nuevoleo-
neses.

Línea 3 del Metro

El 12 de noviembre, el estado arrancó la obra sin tener
un esquema financiero claro. Se estima su costo en 5 mil
670 millones de pesos, pero el único apoyo federal que
aparece en el presupuesto es a través del Fonadin con
mil millones de pesos que incluye también obras de
otros estados.

En abril de 2013, el gobierno del estado presentó un
análisis costo-beneficio de la obra ante la Secretaría de
Hacienda, en el cual establecía que para financiar la
obra requerían aumentar las tarifas del Metro de 4.50 a
7.50 pesos: se cobraría 67 por ciento más en general en
todas las líneas del Metro y Transmetro. El gobernador
dijo que no era un hecho y lo estaban analizando. Así
que de no aterrizar el apoyo federal prometido por el
presidente Peña Nieto, las tarifas sin duda aumentarán.

Proyecto hidráulico Monterrey VI

El 20 de enero de este año, la Comisión Nacional del
Agua liberó un paquete de permisos federales para
construir el plan hidráulico Monterrey VI, cuyo costo se
estima en 17 mil 616 millones de pesos. Sin embargo, al
igual que con el Metro, no hay un esquema financiero
claro y el gobierno del estado ya ha anunciado la posi-
bilidad de incrementar 10 por ciento las tarifas de agua
para costear el proyecto.

Como se aprecia, una gran ola de incrementos en tarifas y
servicios ya está en marcha por el gobierno de Nuevo Le-
ón, que transfiere al ciudadano el peso de pagar las obras
en proceso, ante el escaso apoyo del gobierno federal.

La economía familiar de los nuevoleoneses es así fuerte-
mente afectada no obstante que forma parte de un estado
que contribuye con grandes recursos al pacto federal.

El gobierno federal, y más concretamente el presidente de
la República, licenciado Enrique Peña Nieto, no ha cum-
plido su promesa de apoyar a Nuevo León con estas obras,
por lo cual el gobierno del estado ha tenido que hacerse
cargo de alguna manera de ellas para no dejar incumplida
la promesa presidencial, pero a un costo muy alto para los
nuevoleoneses.

Por tanto, exigimos certeza en estas tres grandes obras y
que el apoyo federal se materialice porque de lo contrario,
los nuevoleoneses sufrirán dos fuertes golpes: al ver incre-
mentadas las tarifas de estos servicios y al recurrir el esta-
do a la adquisición de más deuda pública para costearlas.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a los secretarios de Comunicaciones y Transportes, y de
Hacienda y Crédito Público, así como al director de la Co-
misión Nacional del Agua, a explicar a la opinión pública
los recursos que destinarán sus dependencias para apoyar
la realización de las obras de la Línea 3 del Metro de Nue-
vo León y el sistema de transporte Ecovía en el caso de las
Secretarías de Hacienda y de Comunicaciones y Transpor-
tes, así como del proyecto hidráulico Monterrey VI, por lo
que respecta a la Secretaría de Hacienda y la Comisión Na-
cional del Agua, enviando la recomendación para que el go-
bierno federal respalde con mayor cantidad de recursos es-
tas obras, trascendentales para el progreso de Nuevo León.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Dipu-
tado José Martín López Cisneros (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Infraestructura, para dicta-
men. 

ACCIONES IMPLANTADAS PARA
TRANSPARENTAR LOS RECURSOS 

DEL SUBSEMUN

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se solicita al
titular de la Segob que difunda las acciones implantadas
para transparentar los recursos del Subsemun, suscrita por
los diputados José Luis Muñoz Soria, Javier Orihuela Gar-
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cía y Roberto López Rosado, del Grupo Parlamentario del
PRD

Los que suscriben, José Luis Muñoz Soria, Javier Orihue-
la García y Roberto López Rosado integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido Revolución Democrática de la
LXII Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2, fracción
I, del Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos
a consideración de esta asamblea la siguiente proposición
con punto de acuerdo de urgente u obvia resolución, por el
que la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, solicita respetuosamente al titular de la Secretaría
de Gobernación, haga del conocimiento público las accio-
nes que ha implementado a fin de transparentar los recur-
sos del Subsidio para la Seguridad en los Municipios, Sub-
semun; asimismo, se le exhorta a que evalúe la fórmula de
selección de municipios, las reglas de operación del Sub-
semun y los indicadores actuales, a fin de hacer las modi-
ficaciones pertinentes que garanticen la eficacia, transpa-
rencia y efectividad del subsidio”, al tenor de los
siguientes:

Antecedentes

1. Subsidio para la Seguridad en los Municipios

En 2008 se reformó el artículo 21 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), con el fin
de profundizar el alcance de las disposiciones referentes al
Sistema Nacional de Seguridad Pública. En su versión mo-
dificada, este artículo establece la necesidad de consolidar
la coordinación entre los tres órdenes de gobierno (federal,
estatal y municipal), para cumplir los objetivos de seguri-
dad pública y conformar el Sistema Nacional de Seguridad
Pública.

Con el fin de apoyar a los gobiernos municipales en el fi-
nanciamiento de la implantación de la nueva estrategia de
seguridad pública, prevista en el artículo 21 constitucional,
el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría de Se-
guridad Pública, consideró conveniente establecer en el
Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) del Ejerci-
cio Fiscal de 2008 recursos para apoyar a un conjunto de
municipios por seleccionar con base en criterios del núme-
ro de habitantes e incidencia delictiva, en los cuales, por su
importancia, se implantaría y desarrollaría dicha estrategia.

El mecanismo de transferencia previsto fue el de subsidios,
con cargo en los recursos del Ramo General 36 Seguridad
Pública.

El objetivo general del Subsemun es fortalecer el desem-
peño de las funciones de seguridad pública de los Munici-
pios y, en su caso, de los Estados cuando tengan a su cargo
la función o la ejerzan coordinadamente con los munici-
pios, así como del gobierno del Distrito Federal en sus de-
marcaciones territoriales, a fin de salvaguardar los dere-
chos e integridad de sus habitantes y preservar las
libertades, el orden y la paz públicos, conforme a los pro-
gramas con prioridad nacional.

2. Objetivos específicos del Subsemun

a) Fortalecer los factores de protección de la población
mediante intervenciones integrales y coordinadas de ca-
rácter preventivo de instituciones públicas, privadas y
sociales;

b) Promover una política preventiva que incida sobre
los contextos socioculturales en donde se desarrollan los
factores de riesgo que propician la violencia y la delin-
cuencia, antes de que ocurran los eventos que las deto-
nan; 

c) Incrementar los niveles de seguridad y confiabilidad
que demanda la ciudadanía, mediante la aplicación de
evaluaciones de control de confianza homogéneas; 

d) Fortalecer la profesionalización, a través del estable-
cimiento del servicio profesional de carrera policial que
considere un sistema complementario de seguridad so-
cial y reconocimiento de los integrantes de las institu-
ciones de seguridad pública;

e) Apoyar la construcción, mejoramiento y/o ampliación
de las instalaciones de seguridad pública municipal, a
fin de contar con la infraestructura necesaria y adecua-
da para llevar a cabo la operación y funcionamiento de
la policía en los Municipios y demarcaciones territoria-
les del Distrito Federal, así como para el adecuado de-
sarrollo de los procesos relativos a la profesionalización
de sus integrantes, y 

f) Promover el suministro, intercambio, sistematización,
homologación y actualización de la información en ma-
teria de seguridad pública, así como fortalecer el uso y



disponibilidad, homologación y actualización de la in-
fraestructura tecnológica y de telecomunicaciones del
Sistema Nacional de Seguridad Pública.

Cabe señalar que el Subsemun es un programa federal de
alcance nacional, esto es, su cobertura abarca en principio
a la totalidad de municipios del país y de demarcaciones te-
rritoriales del Distrito Federal, pero únicamente dota de los
recursos que determina el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración a los municipios y demarcaciones del Distrito Fe-
deral que resulten beneficiarios, conforme al Acuerdo de
Elegibilidad, que cada año se publica en el DOF.

Asimismo, su presupuesto asignado ha sido destinado a los
municipios y demarcaciones, como se muestra a continua-
ción:

Consideraciones

A. La Auditoría Superior de la Federación mediante diver-
sos informes reporta la falta de transparencia en recursos
del Subsemun.

En el Diagnóstico sobre la Opacidad en el Gasto Federali-
zado la Auditoría Superior de la Federación dio a conocer
las principales áreas de opacidad en el proceso de gestión
del Subsemun, en cuanto a lo siguiente:

Asignación de los recursos: No son explícitos y públi-
cos los criterios que determinan el número de munici-
pios que participarán en el Subsemun y los que se con-
sideran para la distribución de los recursos; las cifras del
Sistema Nacional de Información, utilizadas para la se-
lección de los municipios que participarán en el Subse-
mun, se presentan de manera incompleta, lo que limita
la adecuada aplicación de los criterios correspondientes.

Transferencia de recursos: Falta de calendario para la
entrega de las ministraciones; la relación de los munici-

pios que por incumplimiento dejan de recibir ministra-
ciones y sustitutos no se publica de manera oficial; re-
trasos en la entrega de recursos del , SESNSP, al go-
bierno del estado y del gobierno del estado a los
municipios, sin transparentarse sus causas, a efecto de
su atención; falta de una cuenta bancaria exclusiva para
el Subsemun ya que se maneja en la misma cuenta la
coparticipación municipal; traspasos de recursos del
Subsemun a otras cuentas bancarias.

Adquisición de bienes o servicios y contratación de
obra: Existe un número importante de excepciones a la
licitación pública; procesos de adjudicación poco trans-
parentes; la adquisición de armamento carece de un
contrato o documento formal en el que se establezcan
los compromisos de entrega, precios y características.

Subejercicio en la aplicación de los recursos: Exis-
tencia de subejercicios; no está definido el fundamento
jurídico bajo el cual se establece la prórroga para que los
municipios puedan ejercer los recursos después del cie-
rre del ejercicio.

Profesionalización del personal: No se remiten en al-
gunos municipios los resultados de las evaluaciones de
control de confianza, así como los de habilidades, des-
trezas y conocimientos de la función y desempeño; No
se tiene implementado el Servicio Profesional de Carre-
ra Policial; insuficiente transparencia en el proceso de
ingreso, permanencia, ascenso y retiro del personal; la
falta de reestructuración del estado de fuerza de los mu-
nicipios no permite identificar sí su esquema salarial es
el adecuado; transparencia insuficiente en el proceso de
estandarización salarial.

Sistema de Información Municipal: El Sistema Plata-
forma México y el kárdex electrónico presentan insufi-
ciencias operativas, que impiden tener accesos a infor-
mación básica para la operación policial y las
estrategias de seguridad; además, a partir de 2011 ya no
se mencionan en las Reglas de Operación lo que genera
dudas sobre su continuidad estratégica y operativa.

Registros contables y presupuestarios: la existencia
de equipo no inventariado o registrado por el municipio;
los registros contables no coinciden con lo reportado en
los informes trimestrales proporcionados a la SHCP; la
documentación comprobatoria no se cancela con la le-
yenda de “Operado Subsemun”.
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Participación Social: Limitada participación social en
la estrategia y programas de seguridad pública, lo que
resta transparencia a su gestión y resultados.

Transparencia en informes: La entrega de los infor-
mes trimestrales a la SHCP es muy irregular y no se pu-
blica ni difunde la información a la población; los in-
formes trimestrales presentan deficiencias en su calidad
y congruencia; para el cuarto trimestre de 2012, el For-
mato Único fue reportado sólo por 42 por ciento del to-
tal de municipios beneficiados; mientras que el Forma-
to Nivel Fondo fue reportado por 25.5 por ciento

Indicadores de desempeño: No se habían establecido
indicadores de desempeño por el SESNSP, hasta 2013.

Evaluación de resultados: No se han realizado evalua-
ciones del Subsemun.

B. De acuerdo con Regina Cruz, presidenta de la empresa
“Saber Se” y encargada de trabajar programas de preven-
ción de la violencia en municipios que cuentan con Subse-
mun, la fórmula de selección de municipios beneficiados
está mal diseñada ya que suspende el apoyo a entidades
que presentan avances, y los otorga a otras que no pueden
cumplir con los requisitos para recibir el subsidio.

La especialista resaltó que quitar a un municipio el subsi-
dio afecta en la dotación de uniformes para las policías, el
número de patrullas por habitantes, la construcción de sub-
comandancias en los diferentes polígonos del municipio, y
los avances en la profesionalización de los elementos poli-
ciales.

Asimismo, los municipios seleccionados para recibir los
recursos del Subsemun enfrentan retos como la copartici-
pación, la cual es del 25 por ciento en relación con el dine-
ro proporcionado con el subsidio, así como el manteni-
miento de las unidades adquiridas.

C. Por otra parte, de los resultados obtenidos, al analizar
los principales indicadores en materia de seguridad públi-
ca, señalan que no se ha logrado cumplir con el objetivo es-
tratégico del Subsemun, por lo que su contribución en el
cumplimiento de la política pública no ha sido satisfacto-
ria, en virtud de que no se ha logrado contar con un cuerpo
policial confiable; una importante vulnerabilidad de las
instituciones policiales municipales por parte de la delin-
cuencia organizada y la Encuesta Nacional de Victimiza-

ción y Percepción sobre Seguridad Pública (ENVIPE) del
Instituto Nacional de Estadística y Geografía arroja que el
índice delictivo de 2011 a 2012 ha incrementado el 24 por
ciento, como se muestra a continuación:

Delitos ocurridos en 2011: 22 millones 389 mil 492
Delitos ocurridos en 2012: 27 millones 769 mil 447
Incremento: 24 por ciento

Cabe señalar que según el índice de delincuencia elabora-
do por el Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de
Seguridad Pública con información remitida por los Agen-
tes del Ministerio Público, la delincuencia ha ido decre-
ciendo, sin embargo hay que aclarar que los datos con los
que determinan dicho índice son con base a las denuncias
presentadas ante agente del Ministerio Público y de con-
formidad con el Informe de Estadísticas de gobierno, segu-
ridad pública y justicia estatal 2012 del INEGI, la mayoría
de los delitos ocurridos en el país no son denunciados ante
las autoridades correspondientes ya que del total de delitos
ocurridos, sólo 12.8 por ciento de éstos son denunciados
ante las autoridades mientras que el 87.1 por ciento restan-
te corresponde a los delitos no denunciados.

D. El artículo 134 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidas Mexicanos señala que los recursos económicos
se administrarán con eficiencia y eficacia economía, trans-
parencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que
estén destinados.

Los resultados del ejercicio de dichos recursos serán eva-
luados por las instancias técnicas que establezcan, respec-
tivamente, la Federación, los estados y el Distrito Federal,
con el objeto de propiciar que los recursos económicos se
asignen en los respectivos presupuestos en los términos del
párrafo anterior.

E. La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Infor-
mación Pública Gubernamental en su artículo 7 fracción
IX, indica que la información sobre el presupuesto asigna-
do, así como los informes sobre su ejecución, en los térmi-
nos que establezca el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción. En el caso del Ejecutivo Federal, dicha información
será proporcionada respecto de cada dependencia y entidad
por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la que
además informará sobre la situación económica, las finan-
zas públicas y la deuda pública, en los términos que esta-
blezca el propio presupuesto; asimismo la fracción XVII;
señala que con excepción de la información reservada o



confidencial, los sujetos obligados deberán poner a dispo-
sición del público y actualizar, la información de utilidad o
que se considere relevante, además de la que con base a la
información estadística, responda a las preguntas hechas
con más frecuencia por el público.

También se proporcionara la información a que se refiere
el artículo anterior en su segundo párrafo la cual deberá pu-
blicarse de tal forma que facilite su uso y comprensión por
las personas, y que permita asegurar su calidad, veracidad,
oportunidad y confiabilidad.

Por lo anteriormente fundado y motivado, solicitamos sea
aprobado el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados exhorta al titular de la Se-
cretaría de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong, pa-
ra que haga pública las acciones que ha implementado a fin
de transparentar los recursos del Subsemun, asimismo a lo
siguiente:

• Evalúe la fórmula de selección de municipios y haga
las modificaciones que permitan la distribución de con-
formidad a los índices delictivos reales, lo anterior en
virtud de lo señalado en el párrafo segundo del inciso C)
en las consideraciones.

• Evalúe las reglas de operación del Subsemun, a fin de
hacer las modificaciones que permitan adaptar el mode-
lo actual de la política pública y garanticen lo siguiente:
El estricto cumplimiento en tiempo y forma de los re-
quisitos y obligaciones para obtener y ejercer los recur-
sos, respectivamente; el cumplimiento de los objetivos
del subsidio; indicadores que permitan detectar si los
proyectos locales impulsados funcionan y la transparen-
cia en el manejo de los recursos distribuidos en las enti-
dades y municipios.

Palacio de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Diputado José Luis
Muñoz Soria (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Seguridad Pública, para dic-
tamen. 

MEXICANOS SENTENCIADOS A MUERTE 
EN ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

«Proposición con punto de acuerdo, relativo a los 51 mexi-
canos sentenciados a muerte en Estados Unidos de Améri-
ca, a cargo del diputado José Francisco Coronato Rodrí-
guez, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano

José Francisco Coronato Rodríguez, Ricardo Monreal Ávi-
la, Ricardo Mejía Berdeja, Nelly del Carmen Vargas Pérez,
María Luisa Alcalde Luján, Rodrigo Chávez Contreras,
Martha Beatriz Córdova Bernal, Francisco Alfonso Durazo
Montaño, Merilyn Gómez Pozos, Zuleyma Huidobro Gon-
zález, José Antonio Hurtado Gallegos, Víctor Manuel Jo-
rrín Lozano, Juan Luis Martínez Martínez, Lorena Méndez
Denis, María Fernanda Romero Lozano, Juan Ignacio
Samperio Montaño, José Soto Martínez, Aída Fabiola Va-
lencia Ramírez, José Luis Valle Magaña, y Gerardo Villa-
nueva Albarrán, diputados integrantes de la LXII Legisla-
tura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario
de Movimiento Ciudadano, con fundamento en lo dispues-
to por los artículos 6, fracción I y 79, numeral 2, fracción
II del Reglamento de la Cámara de Diputados, presentamos
ante esta honorable asamblea, el siguiente punto de acuer-
do al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El mexicano Edgar Tamayo Arias, de 46 años, fue ejecuta-
do con la inyección letal en Houston, Texas, el pasado 22
de enero, tras ser condenado a muerte por el asesinato de
un policía en 1994.

Tamayo Arias originario de Morelos, viajó muy joven a los
Estados Unidos en busca del anhelado “sueño americano”
tal y como año con año miles de connacionales migran al
país vecino del norte, con la aspiración de conseguir una
mejor calidad de vida para ellos y para sus familias.

Edgar pasó preso veinte años, acusado de dar muerte al ofi-
cial Guy P. Gaddis. De conformidad con datos del expe-
diente fue detenido como sospechoso de un robo y ya es-
posado dentro de la patrulla habría disparado al policía con
un arma que tenía oculta y que no fue detectada por el uni-
formado al momento de la detención, incluso han mencio-
nado que en la pistola no se encontró rastro de las huellas
dactilares de Tamayo.

Aunado a lo inverosímil del asesinato, el proceso en su
contra presentó un sinnúmero de irregularidades, siendo la
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más grave de éstas la de no haberle permitido recibir asis-
tencia consular, negativa que derivó en una clara violación
a su derecho al debido proceso.

La asistencia consular es una figura recogida por el artícu-
lo 36 de la Convención de Viena sobre Relaciones Consu-
lares de 1963, la cual consiste según el acuerdo internacio-
nal, en la prerrogativa reconocida a todo extranjero
detenido fuera de su país de origen a recibir representación
jurídica por parte de su consulado, en tanto se encuentre
detenido y sometido a proceso penal.

Dicho tratado ha sido ratificado por 175 países, incluido
Estados Unidos, por lo que la ejecución del morelense
transgredió gravemente las obligaciones contraídas inter-
nacionalmente por el país norteamericano.

Como sabemos, la nación americana ha violado en reitera-
das ocasiones sus compromisos trasnacionales en detri-
mento de ciudadanos mexicanos arrestados en su jurisdic-
ción. Ante este indignante panorama, y la preocupación de
la aplicación con tintes discriminatorios de la pena de
muerte, aunado a la posibilidad de que se ejecutara a más
personas, nuestro país llevó su reclamo ante la Corte Inter-
nacional de Justicia (CIJ) reconocida como máximo órga-
no jurisdiccional de la Organización de las Naciones Uni-
das.

Hecho que derivó en la determinación de fecha 31 de mar-
zo de 2004, por la cual el organismo señaló que Estados
Unidos vulneró el derecho al debido proceso de 51 mexi-
canos sentenciados a muerte, por lo que se ordenaba la in-
mediata revisión de todos y cada uno de los casos.

No obstante que la sentencia de la Corte de la Haya, en el
denominado “fallo Avena” determinó hace diez años que
deberían se reconsideradas las condenas a muerte de Ángel
Reséndiz, José Ernesto Medellín, Humberto Leal, y Héctor
Tamayo, todos fueron ultimados por inyección letal en
2006, 2008, 2011 y 2014 respectivamente.

Ahora bien, la ejecución de otro mexicano, Ramiro Her-
nández Llamas de 44 años, fue fijada para el martes 9 de
abril de este año, en Houston, Texas; de llevarse a cabo
constituiría el quinto caso de un nacional asesinado pese a
haber sido favorecido por la resolución del caso Avena.

No podemos seguir indiferentes ante estos graves atro-
pellos. Estos hechos nos exigen reforzar las acciones di-
plomáticas que permitan poner un alto a estos actos de

crueldad en contra de nuestros compatriotas, quienes
merecen un trato con apego a derecho tal y como lo de-
terminó la justicia internacional.

Por lo anteriormente expuesto, proponemos los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exterio-
res, para que en el ámbito de su competencia, realice las ac-
ciones necesarias que permitan la protección efectiva del
derecho al debido proceso de los connacionales condena-
dos a la pena capital en Estados Unidos de Norteamérica;
así como, la aplicación de los mecanismos diplomáticos
por los que se constriña a este país a revisar y considerar
sus veredictos de conformidad con lo ordenado por la sen-
tencia de la Corte Internacional de Justicia en relación con
el Caso Avena y otros connacionales mexicanos.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exte-
riores a que todo connacional que sea juzgado se le brinde
la defensa jurídica que le reconoce la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos en su artículo 20 que al-
cance la presentación de las pruebas científicas que en de-
recho les corresponda.

Tercero. Se exhorta a la Secretaría de Relaciones Exterio-
res y al Senado de la República para que en el ámbito de
sus respectivas competencias se analice la implementación
de mecanismos que permitan que los funcionarios que
presten servicios en los consulados mexicanos en el mun-
do estén capacitados en materia de derechos humanos y
asistencia consular para los connacionales.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 13 de febrero de 2014.— Diputa-
dos: José Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica), Ricardo Monreal
Ávila (rúbrica), Ricardo Mejía Berdeja (rúbrica), Luisa María Alcalde
Luján (rúbrica), Rodrigo Chávez Contreras, Martha Beatriz Córdova
Bernal (rúbrica), Francisco Alfonso Durazo Montaño (rúbrica), Me-
rilyn Gómez Pozos (rúbrica), Zuleyma Huidobro González (rúbrica),
José Antonio Hurtado Gallegos (rúbrica), Víctor Manuel Jorrín Loza-
no (rúbrica), Juan Luis Martínez Martínez (rúbrica), Lorena Méndez
Denis, María Fernanda Romero Lozano (rúbrica), Juan Ignacio Sam-
perio Montaño (rúbrica), José Soto Martínez, Aída Fabiola Valencia
Ramírez, José Luis Valle Magaña (rúbrica), Nelly del Carmen Vargas
Pérez (rúbrica), Gerardo Villanueva Albarrán.»

Se turna a la Comisión de Relaciones Exteriores, para
dictamen. 



CAMBIOS CONTENIDOS EN LA REFORMA
FISCAL REALIZADA SOBRE LOS DERECHOS 

Y LAS OBLIGACIONES OBRERO-PATRONALES

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la STPS a implantar acciones para difundir en los centros
de trabajo los cambios contenidos en la reforma fiscal rea-
lizada sobre los derechos y las obligaciones obrero-patro-
nales, a cargo del diputado Rafael Alejandro Micalco Mén-
dez, del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Rafael Alejandro Micalco Méndez, dipu-
tado integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional en la LXII Legislatura, con fundamento en
lo dispuesto en el artículo 79 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a la consideración de esta honora-
ble asamblea la siguiente proposición con punto de acuer-
do de urgente y obvia resolución, por el que se exhorta a la
Secretaria del Trabajo y Previsión Social para que imple-
menten acciones para difundir en todos los centros de tra-
bajo los cambios contenidos en la Reforma Fiscal realiza-
da sobre los derechos y obligaciones de los patrones y
trabajadores así como a la Procuraduría Federal de la De-
fensa del Trabajo y sus respectivas delegaciones en todo el
país para dar a conocer los mecanismos de defensa del tra-
bajador sobre sus derechos adquiridos y adonde pueden re-
currir para asesoría y en su caso denuncia a la violación de
sus derechos así como para que instrumenten mecanismos
con el objetivo de recibir y tramitar -de manera pronta y
expedita- las denuncias que reciban sobre este tema, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

Derivado de los cambios en la Reforma Fiscal es necesario
difundir los nuevos derechos y obligaciones de los patrones
y los trabajadores  en todos los centros laborales a efecto
de armonizar y evitar conflictos futuros por desconoci-
miento u omisión por alguna de las partes, por lo que se
exhorta a la Secretaria de Trabajo y Previsión Social a tra-
vés de los medios que considere pertinentes se difundan en
los centros laborales, sindicatos, cámaras y delegaciones
federales los derechos y obligaciones de patrones y de tra-
bajadores.

El objetivo del presente punto de acuerdo no es polarizar a
las partes sino que por el contrario gracias a la difusión que
se realice se eviten conflictos entre patrones y trabajadores
y en caso de que existan se ofrezcan mecanismos de conci-

liación entre ellos para evitar conflictos laborales que deri-
ven en pérdida de empleos o poder adquisitivo del salario
de los trabajadores, es decir implementar una política de
prevención sobre conflictos laborales futuros.

Explicar a los trabajadores, sindicatos y/o beneficiarios de
los centros laborales la forma y alcances de la Reforma
Fiscal sobre las prestaciones y/o salarios que actualmente
devengan y la forma de protegerlos en las diferentes mo-
dalidades de su contratación laboral. 

Respecto de las facultades otorgadas a la Procuraduría Fe-
deral de la Defensa del Trabajo según el artículo 530 de la
Ley Federal del Trabajo se le exhorta a que represente y
asesore a los trabajadores y a sus sindicatos ante cualquier
autoridad en cuestiones que se relacionen con la aplicación
de las normas de trabajo con respecto a los nuevos cambios
realizados a la normatividad fiscal que impactan en las re-
laciones laborales. Dar a conocer a su vez mecanismos de
defensa legales para proteger los derechos del trabajador o
sindicato  y evitar la práctica de injusticias que generen
conflictos laborales. Derivados de estos cambios.

Por lo anterior, someto a aprobación de la asamblea la si-
guiente proposición con 

Puntos de Acuerdo 

Primero. Se exhorta a la Secretaría del Trabajo y Previsión
Social y sus delegaciones federales a efecto de realizar una
campaña de difusión en los centros de trabajo de su com-
petencia, sobre los alcances de la reforma fiscal sobre sus
salarios y demás prestaciones.

Segundo. Se exhorta a la Procuraduría Federal de la De-
fensa del Trabajo y sus respectivas delegaciones a que ins-
trumenten mecanismos para recibir y tramitar de manera
pronta y expedita las denuncias que se presenten a partir
del 1 de enero de 2014 sobre las violaciones a sus derechos
laborales que sean fundamentadas como consecuencia de
la reforma fiscal. 

Dado en el salón de sesiones de la honorable Cámara de Diputados, a
6 de febrero de 2014.— Diputado Rafael Alejandro Micalco Méndez
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Trabajo y Previsión Social,
para dictamen. 
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COBRO EXCESIVO POR SUMINISTRO DE 
ELECTRICIDAD EN MAZATLAN, SINALOA

«Proposición con punto de acuerdo, por el que se exhorta a
la CFE a revisar en el ámbito de sus competencias el cobro
excesivo por suministro de electricidad en Mazatlán, Sina-
loa, a cargo del diputado Martín Alonso Heredia Lizárraga,
del Grupo Parlamentario del PAN

El suscrito, Martín Alonso Heredia Lizárraga, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en la
LXII Legislatura, y de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I, 62,
65, 76, 79, 82 y 113 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, de urgente u ob-
via resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

En la actualidad, el uso de energía eléctrica representa no
sólo una necesidad básica sino el motor de las actividades
de millones de mexicanos en las distintas regiones del pa-
ís, ya sea desde paliar las inclemencias del clima hasta re-
alizar las actividades cotidianas más esenciales.

La generación de energía eléctrica inició en México a fina-
les del siglo XIX. La primera planta generadora instalada
en el país (1879) estuvo en León, Guanajuato, y era utili-
zada por la fábrica textil La Americana. Casi inmediata-
mente se extendió esta forma de generar electricidad en la
producción minera y, marginalmente, para la iluminación
residencial y pública.1

Como todos sabemos, la Comisión Federal de Electricidad
presta el servicio de suministro de energía eléctrica. Así,
para fomentar el desarrollo del país, el gobierno federal
creó, el 14 de agosto de 1937, la CFE, que tendría por ob-
jeto organizar y dirigir un sistema nacional de generación,
transmisión y distribución de energía eléctrica, basado en
principios técnicos y económicos, sin propósitos de lucro y
con la finalidad de obtener con un costo mínimo el mayor
rendimiento posible en beneficio de los intereses generales.

No obstante, la CFE ha tenido ciertos desaciertos en la me-
dida en que no emplea los mecanismos de medición, cuer-
po técnico y recursos de manera adecuada, con lo que deja
de tomar en cuenta la situación económica de los habitan-

tes de las distintas regiones del país, demeritando los fines
con cuales fue creada.

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, de los ingresos de los hogares, los seis primeros de-
ciles (60 por ciento con menores ingresos) concentran 26.7
por ciento, mientras que el último decil recibe 36.3 de los
ingresos. En gasto corriente monetario, la alimentación es
el rubro en que gastan más los mexicanos: 33.6, mientras
que el gasto en transporte representó 18.4; la educación y
el esparcimiento, 13.5; y la vivienda y el combustible, 10
por ciento.

Las familias más pobres son las más sensibles ante el pago
de la energía eléctrica: se estima que la población con me-
nores ingresos, agrupada en los deciles I a III, participa en
cerca de 12 por ciento del gasto en electricidad, lo cual sig-
nifica aproximadamente 26 por ciento de los hogares que
demandaron electricidad en México.

Para ser más específicos, los estratos I, II y III para el con-
sumo de electricidad 4.7, 3.5 y 3.3 por ciento, respectiva-
mente, de su ingreso. Mientras, los estratos VII, VIII, XI y
X asignan sólo 2.6, 2.4, 2.0 y 1.5 de sus ingresos moneta-
rios para el consumo de electricidad.

Ello muestra que, en términos porcentuales, las familias de
menores ingresos destinan más recursos al pago de energía
eléctrica, lo cual representa gran desigualdad.

En Mazatlán, Sinaloa, se han dado diversas movilizaciones
sociales ante diversos organismos y representantes de la
sociedad, entre ellos la Procuraduría Federal del Consumi-
dor, para reclamar porque la CFE estableció tarifas eleva-
das y ha realizado cobros exagerados en los recibos de mi-
les de personas que habitan en dicha ciudad.2

La queja ciudadana más profunda es que los empleados de
la CFE no acuden siquiera a los domicilios y comercios a
tomar las lecturas correspondientes sino que, independien-
temente del consumo real hecho, los recibos del cobro de
luz llegan de manera arbitraria y desfasada de la realidad.
El tema no es exclusivo de Sinaloa sino, también, de esta-
dos como Chiapas, Oaxaca y Tabasco.

Habitantes de Mazatlán han advertido que al comparar los
recibos del periodo de diciembre que acaba de pasar con
los de 2012, se aprecia un aumento en la facturación sin
que haya una justificación acorde con el consumo efectua-



do. En muchos casos, la paraestatal ha expuesto que en al-
gunos casos se reportó un incremento en el cobro debido a
que retomaron lo facturado del año anterior, pues por di-
versas causas no pudieron acudir a los domicilios a realizar
la lectura de los medidores, lo que contribuyó al aumento
de las cifras.3

Con los razonamientos planteados se demanda urgente-
mente a la CFE que asuma su responsabilidad para revisar
las tarifas eléctricas, principalmente en la ciudad de Maza-
tlán, pero también en todo el territorio nacional, donde se
ha hecho evidente el reclamo de los usuarios del servicio.
Por tanto, la comisión deberá revisar y, en su caso, aclarar
si se están haciendo las lecturas adecuadas y correctas en
los lugares donde hay manifestaciones por los excesivos
cobros.

Por lo expuesto, someto a su consideración el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del Congreso de la Unión
exhorta respetuosamente a la Comisión Federal de Electri-
cidad a revisar con la mayor brevedad y en el ámbito de sus
competencias el cobro excesivo de las tarifas por concepto
de suministro de energía eléctrica en Mazatlán, Sinaloa.

Notas:

1 http://www.cfe.gob.mx/ConoceCFE/1_AcercadeCFE/CFE_y_
la_electricidad_en_Mexico/Paginas/CFEylaelectricidadMexico.aspx

2 http://www.noroeste.com.mx/publicaciones.php?id=912793

3 http://www.oem.com.mx/elsoldemazatlan/notas/n3214080.htm

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 11 de febrero de
2014.— Diputado Martín Alonso Heredia Lizárraga (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.
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